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Durante la actuación procesal que precedía una de las compañeras de 
investigación, surgió la duda sobre los fundamentos del control judicial en los 
preacuerdos, luego, lo que era en principio una charla rutinaria terminó generando 
un interés superior por investigar las cuestiones que rodean el asunto, a tal punto 
que se reúne un material importante, para enfrentar el desafío de realizar un estudio 
crítico del tema.  
 
En el proceso de recolección de información, se identifica la postura del maestro 
Bernd Schuneman, quien advierte los problemas que atravesó el common law 
después de la revolución francesa, y los problemas que tuvo en su momento el civil 
law ante los derechos y garantías de los procesados, en lo que respecta a la 
igualdad de armas de los sujetos procesales y la determinación de un debido 
proceso en armonía con el derecho internacional, situación que conllevo a la mixtura 
de los dos sistemas.  
 
En consecuencia, se optó por transmutar hacia un sistema adversarial, trayendo 
consigo las figuras negociales, propias del sistema angloamericano denominadas 
plea bargaining, que permite a las partes acordar la culpabilidad a cambio de 
modificaciones jurídicas a la acusación presentada inicialmente por el ente fiscal.  
 
No obstante, el autor manifiesta que anteponer la verdad formal, por encima de la 
realidad, va en contravía de los postulados que rigen a un estado social de 
derechos, en la medida que esa situación atenta contra el orden jurídico interno, la 
igualdad de las personas ante la ley, la transparencia del sistema y los derechos de 
la víctima a la verdad objetiva o material.  
 
En igual sentido, logramos compilar una línea jurisprudencial que permite 
determinar el alcance que la Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de 
Justicia sobre la posibilidad de fiscalizar o controlar por parte del juzgador el 
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contenido y alcance que producen la justicia negocial, esto es, uno de los puntos 
cruciales de la investigación para determinar si los preacuerdos en Colombia se 
inclinan hacia el principio dispositivo o por lo contrario, da primacía a los principios 
de legalidad y de búsqueda de la verdad material. 
 
En ese sentido, el problema que se formula en esta investigación es:  
 
¿El control judicial en los preacuerdos celebrados entre la fiscalía, acusado y 
defensa, cumple con los fines del proceso penal en el Estado social y democrático 
de derecho? 
 
Para resolver el problema jurídico se formulan las siguientes hipótesis:  
 
1. El control judicial, Si cumple con los fines del proceso penal, porque refleja el 
equilibro entre garantismo y eficiencia. 
2. El control judicial, no cumple con los fines del proceso penal, porque no refleja 
el equilibro entre garantismo y eficiencia. 
 
De acuerdo a lo anterior, el objetivo general de esta investigación es el de 
determinar si el control judicial cumple con los fines del proceso penal en el Estado 
Social y Democrático, el cual busca asegurar el equilibro entre los intereses del 
conglomerado por encontrar un responsable y sancionarle lo más pronto posible, 
con el interés individual de quien es señalado como presunto responsable, sea 
procesado con el respecto de todas sus garantías judiciales. 
 
Si opta por un modelo carente de garantías judiciales en procura de encontrar a 
toda costa al responsable, se dirá entonces que se está ante un sistema eficientista. 
Por el contrario, si opta por un modelo en el que se dote al procesado de todas las 
garantías necesarias para defenderse adecuadamente de la acusación, se dirá que 




Así las cosas, en el tema del control judicial de la negociación de la acción penal, 
es complejo, pues en él confluye la necesidad de preservar la presunción de 
inocencia y la verdad procesal, pero a la vez de obtener pronta justicia inspirada en 













Actualmente las líneas que dividen las clases de sistemas penales son cada vez 
más difusas, pero, ha de decirse que el estudio de las instituciones jurídicas 
cualquiera que sea su naturaleza, no puede realizarse a priori del sistema jurídico 
en el cual se desarrollan, por lo tanto, en este capítulo se relacionan y analizan 
algunas de las más relevantes características del common law y el civil law, 
enfocándolas como puntos de partida para el desarrollo del sistema acusatorio e 
inquisitivo, abordando posteriormente, los rasgos esenciales de tres grandes 
modelos de sistemas penales a nivel mundial, como lo son: el sistema penal de 
tendencia inquisitiva, el de tendencia acusatoria y el sistema acusatorio mixto, 
diciendo de ante mano, que establecer la clase de sistema no solo importa para 
identificar los lineamientos de los procesos, sino que también difiere en el límite del 
ejercicio de la acción penal.  
  
Otro aspecto a tratar en este apartado, es el hecho de que el ejercicio del ius 
puniendi, múltiples veces desemboca en la instauración de penas, las cuales tienen 
ciertos fines, y para llegar a ellos, el mundo jurídico, ha abierto las puertas de 
diferentes clases de justicias, permitiendo actuar dentro de la justicia retributiva, 
restaurativa, negociada y premial (dentro de la cual se encuentran los preacuerdos), 
por consiguiente, se identifica la necesidad de distinguir entre dichas clases de 
justicia, y así poder construir un criterio sobre la importancia de fomentar la 
implementación de los preacuerdos en el actual sistema penal.  
 
Finalmente, en este capítulo, miraremos que la figura de los preacuerdos no es una 
idea que surja en Colombia con la Ley 906 de 2004, la cual es el símbolo de la 
implementación del sistema acusatorio en nuestro país, poco a poco esta institución 
fue diseminándose en nuestro sistema normativo desde 1936, pero claramente con 
una transformación que, ha dado lugar a variadas discusiones en relación con los 
preacuerdos, poniendo sobre la mesa de varios teóricos los efectos del plea 
bargaining como tema central de discusión.  
5 
 
1.1. SISTEMAS DE JUZGAMIENTO PENAL. 
 
Para comprender la clásica distinción que opera en el proceso penal acusatorio y el 
inquisitivo, debemos empezar por analizar el sometimiento del ejercicio de la acción 
penal al derecho, la cual ha sido objeto de estudio dentro de las dos grandes familias 
jurídicas1 del occidente -el civil law y el common law2-. Estas en planos generales 
se distinguen según las fuentes de producción normativa o del valor de la 
jurisprudencia y la idea de la sumisión del poder público al derecho ya sea a través 
del Estado de Derecho o del Rule of Law, respectivamente. 
 
Dentro del sistema jurídico civil law o derecho continental, la idea de la sumisión del 
poder público en general y en particular el poder punitivo al derecho, estuvo ligada 
a la transición del Estado absolutista al Estado liberal, dentro de esta época se 
generan o emanan las ideas contractualitas3 como la teoría de la división de poderes 
expresada por Montesquieu4, que promulgaban la autolimitación del poder a través 
de la observancia de la ley -principio de legalidad-. 
 
En consecuencia, el Estado de derecho exige una separación de las funciones o 
poderes -ejecutivo, judicial, legislativo-. La creación del derecho queda reservada 
 
1 ITURADE SESMA, Victoria. El precedente en el common law. Madrid: civitas, 1995. ISBN: 
8447004988. p. 14, considera que: “la expresión sistema para referirse al derecho continental o civil 
law y al common law, no es correcta, y propone la denominación Familia o tradición, pues ellas se 
compone de múltiples sistemas jurídicos, por ello la expresión de familia jurídica define: al conjunto 
de actitudes profundamente arraigadas e históricamente condicionadas sobre la naturaleza del 
derecho, la organización y funcionamiento de un sistema jurídico y acerca de la manera en que el 
derecho es o tiene que ser aplicado, estudiado, perfeccionado y enseñado” 
2 TINOCO PASTRANA, Ángel. Fundamentos del sistema judicial penal en el common law. Sevilla: 
Universidad de Sevilla, 2001. ISBN: 9788447206278. p. 27. Manifiesta que las diferencias entre las 
tradiciones jurídicas ha sido la relevancia que le da el common law a la jurisprudencia, donde no 
existe el derecho codificado, la cual es primordial para el civil law.  
3 La relación entre individuo y sociedad ha sido analizada por dos perspectivas filosóficas, (i) el 
naturalismo y (ii) el contractualismo. El naturalismo considera a la sociedad connatural al ser 
humano, el hombre por naturaleza tiende a vivir en sociedad. “Para Aristóteles, uno de los principales 
partidarios de esta postura, el hombre es un animal social; por el contrario, el contractualismo, la 
sociedad es un producto artificial posterior al individuo, esta postura explica el tránsito del estado de 
naturaleza al estado social, mediante un contrato entre los individuos con el fin de promover su 
seguridad y bienestar. En la edad moderna defendieron esta postura” entre otros Thomas Hobbes 
(1588-1679), John Locke (1632-1704), y Jean-Jacques Rousseau (1712-1778)” 
4 El espíritu de las leyes, año 1748. 
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exclusivamente al legislativo a través de la ley. La sujeción del estado al derecho no 
es otra cosa que la obediencia de los poderes ejecutivo, legislativo y judicial a la 
norma aprobada por el legislativo, la plenitud de la ley tiene relación con su 
existencia, con su correcta aplicación y con su exacto entendimiento, los 
funcionarios encargados del ejercicio de la acción penal tienen la obligación de 
defender su estricto cumplimiento. 
 
Dentro del sistema del common law, la sumisión del poder al derecho público tuvo 
sus origines en la idea medieval de la primacía de la ley, en virtud de la cual todos 
los poderes públicos, incluido el Rey, debían someterse al derecho. Como lo ilustra, 
Bracton, Henry5 en el siglo XIII, en la que existía una separación entre el gobierno 
a manos del monarca y la administración de justicia en la que el monarca formaba 
parte, pero a su vez estaba sometido. El monarca asumía la potestad de crear y 
modificar las normas jurídicas necesarias para gobernar, en cambio, en lo que 
concierne a la lex terrea -ley vigente- potestad jurídica del rey era restringida, que 
sólo podía ser aprobada y derogada por el rey con el consentimiento de la Curia 
Regis6.  
 
“Este derecho pactado entre el rey y su Curia se componía, minoritariamente, de 
normas escritas, en su lugar prevalecía las costumbres no escritas, algunas muy 
antiguas, que el rey y su curia, más que aprobar, se limitaban a confirmar. A este 
derecho consuetudinario o common law se refiere Bracton cuando señala, en uno 
de los párrafos más conocidos e importantes de su libro, que era el derecho quien 
hacía al rey y no a la inversa: ipse autem rex non debet esse sub homine sed sub 
deo et sub lege, quia lex facit regem”7 
 
 
5 En su obra De Legibus et Consuetudinibus Angliae. Año 1228. 
6 Fue un concilio de terratenientes y eclesiásticos que aconsejaban al rey de Inglaterra en materia 
legislativa. 
7 Citado por VILLEGAS DELGADO, Cesar. La sumisión del poder público al derecho en el civil law y 
en el common law: estado de derecho, rule of law y su expansión al ámbito internacional. En: Boletín 
Mexicano de Derecho Comparado, 2013, 46. p.728 
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Al margen de lo anterior, seria hasta la obra de Albert Venn Dicey titulada 
Introduction to the Study of the Law of the Constitution a finales del siglo XIX, en la 
que estructuro el concepto de Rule of Law, en dicho trabajo, Dicey daría tres 
significados distintos al Rule of Law:  
 
“Significaba la supremacía absoluta o predominante de la ley ordinaria 
contrapuesta a la influencia del poder arbitrario y excluía la existencia de la 
arbitrariedad de la prerrogativa y la extrema autoridad discrecional del gobierno; 
Representaba, también, igualdad ante la ley o sometimiento igual de todas las 
clases a la ley ordinaria; Por lo tanto, el Rule of Law no contemplaba exención 
alguna —por parte de los funcionarios— a la obediencia de la ley que obligaba a 
todo ciudadano; En Inglaterra no había droit administratif o tribunaux 
administratifs como en Francia;  Por último, el Rule of Law implicaba que el 
derecho constitucional inglés —es decir las reglas que en el extranjero formaban, 
naturalmente, parte de un código constitucional— no fueran la fuente, sino la 
consecuencia de los derechos individuales, definidos y sancionados por los 
tribunales”8 
 
En relación con el ejercicio de la acción penal en el modelo common law, el hecho 
más relevante es que dicha función es de carácter discrecional o facultativa,9 es 
decir, no es obligatoria, la acción penal la ejercía la policía, la víctima y cualquier 
ciudadano a nombre de la corona10. 
 
8 Ibid. p. 741. 
9 La discrecionalidad está muy arraigada en el proceso penal anglosajón, desde sus orígenes el 
ejercicio de la acción penal se concibe como un aspecto privado, como si no hubiera intereses 
públicos al respecto. Sobre el particular. VERCHER NOGUERA, Antonio. ¿Hacia un Ministerio Fiscal 
Ingles? En: La Ley: Revista jurídica española de doctrina, jurisprudencia y bibliografía. (2) 1987, p. 
925: “en Inglaterra, del mismo modo que en Escocia, la utilización de la acción penal estaba a 
disposición de las víctimas del delito. estas tenían que pagar y promover, cada acto procesal, 
pudiendo obtener la devolución de las cantidades pagadas, si existe sentencia y el condenado es 
solvente. Dicha situación no cambio sustancialmente hasta 1829, cuando se crearon unas fuerzas 
permanentes de policía. Cada acusación realizada por la policía tenía naturaleza privada, dado que 
no acusaban en el ejercicio de su cargo, sino como un ciudadano particular preocupado por la ley y 
el orden. Además, este ejercicio de la acción tiene lugar en nombre de la corona” 
10 En los orígenes en el derecho inglés, no existía fiscalía o ministerio público.  
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Las diferencias del ejercicio de la acción penal en los sistemas, se deben a sus 
distintas configuraciones y necesidades, así lo resalta, Diez-Picazo Giménez:  
 
“en el civil law sus orígenes estarían en la centralización del poder político con el 
Estado moderno, donde existía un proceso penal inquisitorio. Cuando se revistió 
de notas acusatorias, fue necesario que un agente publico distinto al Juez 
ejercitarse la acusación. En Inglaterra siempre existió un proceso penal 
acusatorio concebido como un litigio entre particulares, y en definitiva la 
centralización del poder público no requería un Ministerio Fiscal, ya que la 
preservación por la Corona del orden público estaba encomendada a los 
hombres libres (yeomen), que eran los encargados de ejercitar la acción penal”11 
 
En definitiva, la persecución penal en los sistemas jurídicos obedece a distintas 
variantes, en efecto en el modelo continental -civil law- impera el principio de 
legalidad, obligando al Estado ejercer la acción penal desde el momento que se 
conoce la noticia criminal hasta la imposición de la correspondiente pena con el fin 
de restablecer la vigencia de la ley. En cambio, el modelo anglosajón en virtud del 
principio de oportunidad facultad al interesado en disponer si ejerce o no la acción 
penal. 
 
Ahora desde perspectiva procesal, o al menos parte de la doctrina, afirma que el 
derecho común -common law- angloamericano y el derecho romano germánico -
civil law- han evoluciona procesalmente a lo que hoy se conoce como sistemas 
penales acusatorio e inquisitivo12. 
 
El sistema inquisitivo en logro de su objetivo primordial, la búsqueda de la verdad 
material, tomaban inexistentes las limitaciones al ejercicio del ius puniendi del 
 
11 Citado por MORENO DAMIÁN, Juan. La decisión de acusar: un estudio a la luz del sistema 
acusatorio inglés. Madrid: Dykinson, 2014. ISBN: 9788490319246. p. 35. 
12 El derecho romano germánico el juez como representante del estado le da importancia la verdad 
material, necesaria para verificar el supuesto de hecho de la norma a aplicar; en el common law se 
centra en el enjuiciamiento, pues al final, el interés del veredicto está a cargo de la parte acusadora 
y la verificación de los hechos al jurado. 
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Estado, pregonado la persecución obligatoria de todos los delitos. Así lo explica muy 
bien Ferrajoli: 
 
“Por contra el proceso decisionista y típicamente el inquisitivo, apunta en todo 
caso a la búsqueda de la verdad sustancial, que por eso se configura como una 
verdad máxima, perseguida sin ningún límite normativo en cuanto a los medios 
de adquisición de las pruebas y al mismo tiempo no vinculada sino discrecional, 
aunque sólo fuera porque la determinación y el carácter valorativo de las hipótesis 
acusatorias reclaman, más que pruebas, juicios de valor no refutables por la 
defensa; El procedimiento penal inquisitivo, representaba como características 
fundamentales, la concentración de las fases básicas del proceso la investigación 
y juzgamiento, en un solo órgano; la iniciativa oficiosa del juez en el campo 
probatorio; el carácter escrito y secreto de la instrucción, y, como es apenas 
explicable con ese punto de partida, la desigualdad consiguiente de poder entre 
la acusación y la defensa”13 
 
Por ello, al decir de Roxin: “En el proceso inquisitivo el juez interviene por sí mismo: 
él detiene, interroga, investiga y condena; No hay acusador ni acusado, sino 
solamente el juez (el inquisidor) –que investiga y juzga– y el objeto de su actividad 
(el inquirido)”14 Lo que indica que el objeto de la investigación y del proceso es el 
imputado, restringiéndole sus derechos procesales cuando ellos entran en 
contradicción con el ius puniendi del Estado.  
 
“Contrario a este modelo, el sistema acusatorio implica, por una parte, la 
separación entre la investigación y el juzgamiento, y por otra parte, el hecho de 
que la carga de imputación y de la prueba está radicada en cabeza de la 
acusación; Enfatizando en un trípode de sujetos conformado por un juez 
imparcial y dos partes enfrentadas en igualdad de condiciones, todo ello marcado 
 
13 FERRAJOLI, Luigi. Razón y derecho. Teoría del garantismo penal. Madrid: Trotta, 1995. ISBN: 
9788498790467 
14 ROXIN, Claus. La evolución de la Política Criminal, el Derecho penal y el Proceso penal. Valencia: 
Tirant lo Blanch, 2000. ISBN: 9788484421597. p. 326 
10 
 
en la oralidad y la publicidad propia del juicio; Las características del modelo 
acusatorio son las siguientes: la verdad que se pretende buscar en el proceso no 
es la material o real como en el sistema inquisitivo, sino la formal que descansa 
sobre los hombros de las partes, limitada por las reglas y los derechos que deben 
ser seguidos por ambas para que alguna llegue a triunfar en sus pretensiones 
penales, en un marco de publicidad que haga más transparente el proceso penal; 
Además, ese modelo garantista se puede reducir a cuatro manifestaciones 
concretas, a saber: 1) El principio de jurisdiccionalidad; 2) El principio acusatorio; 
3) El principio de la carga de la prueba; 4) El principio del contradictorio” 
 
En los siglos XVIII y XIX, surgió un nuevo modelo de enjuiciamiento criminal15, 
denominado “sistema acusatorio mixto”16, que conjugan las notas positivas tanto del 
acusatorio como del inquisitivo. Pariendo del hecho que enjuiciamiento criminal sea 
considerado como algo público. Las características de este modelo serían los 
siguientes:  
 
I. El proceso integrado por dos fases, la instrucción, atribuida a un juez con 
tintes inquisitivos (secreto parcial, escritura, iniciativa judicial, prisión provisional), 
y juicio oral, que tiene lugar ante un tribunal de jueces populares o técnicos en 
derecho, del que no podrá formar parte el instructor.  
II. La prohibición de juramento del inculpado, con lo que se impide la tortura.  
III. Libre valoración de la prueba.  
 
Actualmente, la división de los sistemas procesales resulta cada vez menos útil, 
especialmente en la fase preliminar, si se tiene en cuenta la evolución normativa en 
procesos penales occidentales a medida que los fenómenos de armonización y de 
 
15 La Génesis del sistema acusatorio mixto estaría impulsado por la reacción que se produjo en 
revolución francesa, contra las crueldades de los inquisitivos denunciadas en su momento por 
autores como Cesar Becaria. 
16 El aspecto de un tercer sistema o modelo mixto no es pacífico en la doctrina, ya que hay autores 
como Asencio Mellado, José María, que no es posible de hablar de sistemas mixtos si se configuran 
con los principios de los sistemas puros. Principio acusatorio.  
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hibridación se han ido agudizando, difuminando la línea divisoria entre lo inquisitivo 
y lo acusatorio, como solución de un modelo más garantista.17  
 
Según Gascón, esto es consecuencia de dos factores que surgieron a culminar la 
segunda guerra mundial, el primero se asienta la idea de que: 
 
“La aplicación judicial del Derecho Penal ha de ser respetuosa con una serie de 
garantías y de límites vinculados con la dignidad del ser humano y sus derechos 
fundamentales reflejado a nivel mundial con la Declaración Universal de 
Derechos Humanos de 1948, en el Pacto Internacional de Derechos Civiles y 
Políticos de 1966; en Europa, en el Convenio Europeo de Derechos Humanos de 
1950; y en América, en la Convención Americana sobre Derechos Humanos 
(Carta de San José) de 1969, y el segundo, la asunción por los legisladores de 
la metodología adversarial, que en el fondo, se traduce en la voluntad de atribuir 
un carácter mucho más contradictorio o acusatorio al proceso penal y de ir 
reduciendo sus rasgos inquisitivos; En definitiva, el proceso penal es una de las 
relaciones entre el Estado y los ciudadanos en que se pone en manifiesto la 
necesidad de establecer límites del ius puniendi y de respetar la dignidad del ser 
humano como sujeto pasivo de la actividad estatal;18 Por ello el garantismo es el 
punto de partida para el encuentro entre los sistemas anglosajón y continental, 
pues se trata de convertir el proceso penal en un proceso con mayor 




17 GUERRERO, Oscar Julián. El difícil encuentro entre el proceso penal anglosajón y el proceso 
penal continental. En: Anuario de Derecho Constitucional Latinoamericano, 2006. [En línea] 
Disponible en: <http://bit.ly/2lQjP1w>  
18 GÓMEZ COLOMER, José Luis. Dogmática penal y proceso penal, algunas disfuncionalidades 
relevantes de la actualidad, 2010. [En línea] Disponible en: <http://bit.ly/2khMjRa> 
19 GASCÓN INCHAUSTI, Fernando. Características de los grandes sistemas de investigación penal 




1.2. JUSTICIA RESTAURATIVA, JUSTICIA PREMIAL Y JUSTICIA 
NEGOCIADA. 
 
Para cumplir los fines que persigue la política criminal, en el derecho penal, opera 
distintas clases de justicias, agrupadas así:  
 
I. Justicia retributiva: en este caso la pena se aplica con un sentido de retribución 
jurídica; por tanto, su imposición es consecuencia de haber agotado todas las 
etapas procesales, de ahí que no pueda prescindirse parte o totalmente de ella por 
ningún motivo.  
II. Justicia restaurativa: su finalidad es la reconciliación entre la víctima y el 
victimario y que las cosas vuelvan al estado anterior de la conducta punible.  
III. Justicia “premial”: el Estado con el fin de evitar el degaste procesal y económico, 
prescinde total o parte de la pena, siempre y cuando el procesado colabore con la 
persecución penal.  
IV. Justicia transicional: es una justicia que busca, a partir de los fines preventivos 
de la pena, posibilitar una transición de un estado de cosas, a otro que sea más 
conveniente para la sociedad.  
 
A mediados del siglo XX, se incorporan a los procesos penales los paradigmas de 
justicia restaurativa, justicia premial y justicia negociada -o consensuada-, que a 
diferencia de la tradicional justicia retributiva20, humanizan la persecución criminal 
por parte del Estado y abrevia el proceso penal con o sin consecuencias punitivas. 
 
La justicia restaurativa21 o llamada también justicia participativa, tiene como objeto 
resarcir el daño originado por el delito, promoviendo la reconciliación entre el 
 
20 Modelo que tiene como objeto atribuir la sanción penal a un sujeto después de haberse agotado 
cada una de las etapas procesales y desvirtuada la presunción de inocencia.  
21 En Colombia, el término Justicia Restaurativa fue consagrado con la aprobación del Acto 
Legislativo 03 de 2002 en el que se establece que “la Fiscalía General de la Nación, en ejercicio de 
sus funciones, debe velar por la protección de las víctimas, los jurados, los testigos y demás 
intervinientes en el proceso penal; La ley fijará los términos en que podrán intervenir las víctimas en 
el proceso penal y los mecanismos de justicia restaurativa" (Artículo 250, numeral 7). 
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victimario y la víctima. En el proceso penal colombiano existen tres mecanismos de 
justicia restaurativa denominados: i) conciliación preprocesal22, ii) mediación23 y iii) 
conciliación en el incidente de reparación integral24 
 
Respecto a los efectos que produce la aplicación de los anteriores mecanismos de 
justicia restaurativa, cabe resaltar que los mismos dependen de tres aspectos, a 
saber: i) la naturaleza del delito; ii.) Del momento procesal, y iii.) Del procedimiento. 
En efecto, para los delitos querellables, el fiscal ordenará el archivo de las 
diligencias siempre y cuando exista acuerdo conciliatorio previo al traslado de 
acusación. En el procedimiento abreviado especial -Ley 1826 de 2017- los 
mecanismos de justicia restaurativa podrá aplicarse en cualquier momento, antes 
de que se emita fallo de primera instancia, siempre y cuando el bien jurídico no 




22 CONGRESO DE LA REPÚBLICA DE COLOMBIA, Ley 906 (31 de agosto de 2004). Por la cual se 
expide el Código de Procedimiento Penal. art. 522. La conciliación en los delitos querellables. “La 
conciliación se surtirá obligatoriamente y como requisito de procedibilidad para el ejercicio de la 
acción penal, cuando se trate de delitos querellables, ante el fiscal que corresponda, o en un centro 
de conciliación o ante un conciliador reconocido como tal; En el primer evento, el fiscal citará a 
querellante y querellado a diligencia de conciliación; Si hubiere acuerdo procederá a archivar las 
diligencias; En caso contrario, ejercitará la acción penal correspondiente, sin perjuicio de que las 
partes acudan al mecanismo de la mediación; Si la audiencia de conciliación se realizare ante un 
centro o conciliador reconocidos como tales, el conciliador enviará copia del acta que así lo constate 
al fiscal quien procederá al archivo de las diligencias si fue exitosa o, en caso contrario, iniciará la 
acción penal correspondiente, si fuere procedente, sin perjuicio de que las partes acudan al 
mecanismo de la mediación; La inasistencia injustificada del querellante se entenderá como 
desistimiento de su pretensión. La del querellado motivará el ejercicio de la acción penal, si fuere 
procedente; En cualquier caso, si alguno de los citados fuere incapaz, concurrirá su representante 
legal; La conciliación se ceñirá, en lo pertinente, a lo establecido en la Ley 640 de 2001” 
23 Ibid. art. 523. Concepto. “Mediación es un mecanismo por medio del cual un tercero neutral, 
particular o servidor público designado por el Fiscal General de la Nación o su delegado, conforme 
con el manual que se expida para la materia, trata de permitir el intercambio de opiniones entre 
víctima y el imputado o acusado para que confronten sus puntos de vista y, con su ayuda, logren 
solucionar el conflicto que les enfrenta; La mediación podrá referirse a la reparación, restitución o 
resarcimiento de los perjuicios causados; realización o abstención de determinada conducta; 
prestación de servicios a la comunidad; o pedimento de disculpas o perdón” 
24 Ibid. art. 103. Trámite del incidente de reparación integral […] “Admitida la pretensión el juez la 
pondrá en conocimiento del declarado penalmente responsable y acto seguido ofrecerá la posibilidad 
de una conciliación que de prosperar dará término al incidente y lo allí acordado se incorporará a la 
sentencia; En caso contrario el juez fijará fecha para una nueva audiencia dentro de los ocho (8) días 
siguientes para intentar nuevamente la conciliación y de no lograrse el declarado penalmente 
responsable deberá ofrecer sus propios medios de prueba” 
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En relación con la justicia premial, resaltar que en lo correspondiente a su a 
denominación, la doctrina penal ha sido pacífica. Isabel Sánchez García entiende a 
la justicia premial como: 
 
“la agrupación de normas de atenuación de la pena orientadas a premiar y 
fomentar conductas de desistimiento y arrepentimiento eficaz de la conducta 
criminal o bien de abandono futuro de las actividades delictivas y colaboración 
con las autoridades de persecución penal en el descubrimiento de los delitos ya 
cometidos o, en su caso, el desmantelamiento de la organización criminal a que 
pertenezca el inculpado; Desde una perspectiva político-criminal, son pues, 
razones de pragmatismo las que fundamentan estas disposiciones que conceden 
beneficios penales: la evitación de futuros delitos y el descubrimiento de ya 
cometidos”25  
  
En caso de Colombia, para Saray Botero, el derecho penal premial es: “la 
denominación genérica que se le da a las formas de atenuación de la pena para los 
coimputados que colaboran la justicia penal en el descubrimiento del delito o en la 
delación de sus autores”26 Para el procesalista González Zapata, es aquel: “en cual 
el estado renuncia a la acción penal, a la pena o parte de ella, como 
contraprestación a la colaboración que el delincuente le puede ofrecer”27 
 
La Sala de Casación de la Corte Suprema de Justicia, se refiere a la justicia premial 
a los institutos de principio de oportunidad, allanamiento a cargos y los preacuerdos, 
como sucede en Sentencia SP8666-2017:  
 
 
25 SÁNCHEZ GARCÍA DE PAZ, Isabel. El coimputado que colabora con la justicia penal, con atención 
a las reformas introducidas en la regulación española por las Leyes Orgánicas 7/ y 15/2003. [En 
línea] Disponible en: <http://bit.ly/2kM7bAj> p.22 
26 SARAY BOTERO, Nelson y URIBE RAMÍREZ, Sonia Patricia. Preacuerdos y Negociaciones entre 
la fiscalía y el imputado o acusado. Bogotá: Leyer, 2017. ISBN: 9789587696110. p .11. 
27 GONZALEZ ZAPATA, Julio. ¿Qué pasa con la pena hoy en día? En: Revista electrónica Facultad 
de Derecho y Ciencias Sociales, 2012. p.4. [En línea] Disponible en: <http://bit.ly/2mjk3OS> 
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“Los preacuerdos son una expresión de la justicia premial, se sustentan en la 
política criminal del Estado, en los fines específicamente asignados a las formas 
de terminación abreviada del proceso penal y al respeto por los derechos y 
garantías fundamentales que correspondan a partes e intervinientes”28 
 
La Corte Constitucional en sentencia C-516 de 2007, explica que, los preacuerdos 
y las negociaciones, representan una simplificación de los procesos mediante la 
supresión parcial o total del proceso penal que en lugar del “ejercicio de la acción 
penal, sino la búsqueda a través del conceso, de alternativas que permitan anticipar 
o abreviar el ejercicio de la acción penal”29 
 
Así, por justicia premial penal, se entiende como el conjunto de institutos de 
terminación anormal del proceso, que con o sin consenso entre la fiscalía, acusado 
y su defensa, humaniza el poder punitivo en la medida que otorga rebajas y 
beneficios penales a quienes colabora con las autoridades judiciales para el logro 
de una justicia eficaz y eficiente30.  
 
Para efectos de esta investigación, es importante diferenciar entre justicia premial y 
justicia negocial, ya que si bien la justicia negocial es una forma de justicia premial, 
no significa per se, que sean lo mismo, ya que las formas de justicia premial pueden 
ser consensuales (v. gr. preacuerdos) o no consensual, (v.gr. allanamiento a cargos 
en donde el procesado y la fiscalía no necesita llegar a un consenso sobre la 
imputación fáctica o jurídica para obtener la rebaja de la pena que conlleva la 
aceptación a cargos). 
 
28 CORTE CONSTITUCIONAL DE COLOMBIA. Sentencia C-516 (11 de julio de 2007) [M.P. Jaime 
Córdoba Triviño] 
29 Ibid. 
30 La ley procesal ha previsto dos formas de culminar el proceso penal. i) ordinario, que comporta la 
preclusión de la totalidad de las fases y actos del proceso, esto es iniciar con la fase de indagación, 
pasando por la investigación, la acusación, la preparatoria, el juicio oral y sentencia; ii) anormal o 
anticipado, en que proceso culmina sin necesidad de agotar la totalidad de las fases procesales, 
dentro de esta categoría la agrupa tres formas de terminación del proceso. Una sin consecuencia 
punitiva: principio de oportunidad en que el estado renuncia, suspende e interrumpe la persecución 
penal y dos con consecuencias punitivas: la simple aceptación de los cargos y la otra, derivada de 




La justicia premial es el género que integra todas las formas anormales de terminar 
el proceso penal sin necesidad de agotar todas las fases procesales, que trae 
aparejada no solamente sus propias particularidades de realización, asimismo, 
especificas consecuencias en la determinación de la punibilidad. 
 
Se pueden diferenciar las formas de justicia penal premial, porque en una, las partes 
acuerdan o negocian la pena; los hechos imputados -jurídicamente-; o las 
consecuencias de la conducta punible denominados preacuerdos. En otra el 
imputado o acusado simplemente acepta los cargos imputados fáctica y 
jurídicamente por la fiscalía, conocido como allanamiento o aceptación de cargos y 
finalmente, el principio de oportunidad que facultad a la fiscalía a renunciar, 
interrumpir o suspender la acción penal llevando a la extinción de la acción penal.  
 
Una pregunta que debemos resolver es si el término de negociación es sinónimo de 
preacuerdos o se refiere a una etapa de estos. La Ley 906 de 2004, -código de 
procedimiento penal- En el título II, Libro III del Código Procesal Penal alude a 
“Preacuerdos y Negociaciones entre la Fiscalía y el imputado o acusado”, lo cual a 
primera vista el uso de la disyuntiva “y” da a entender que se trata de dos especies 
distintas, esto es, que hay preacuerdos y también hay negociaciones. 
 
Los preacuerdos pueden definirse como “actos que se producen como 
consecuencia de una negociación informal que se realiza entre el Fiscal y el 
imputado o acusado y su defensor”31 y por negociación, según la Real Academia 
Española son aquellos “tratos dirigidos a la conclusión de un convenio o pacto”.  
 
En ese orden, la negociación es aquella primera etapa de dialogo entre fiscalía, 
defensor e imputado para proponer un convenio sobre la pena a imponer, o los 
 
31 BAZZANI MONTOYA, Darío; Et al. Reflexiones sobre el nuevo Sistema Procesal Penal, Los 




hechos imputados y/o sus consecuencias. Lo convenio se denomina preacuerdo, 
pues no genera efectos jurídicos hasta ser aprobados por el juez de conocimiento32. 
 
1.3.  LA JUSTICIA PENAL PREMIAL NO ES PROPIO DEL SISTEMA 
ACUSATORIO.  
 
La justicia premial, como género de las distintas formas de abreviar el proceso 
penal, no es un concepto exclusivo del sistema acusatorio, en Colombia los 
diferentes procesos han incorporan distintas formas de premiales. 
 
“comenzando con (sencillas rebajas de pena por la delación o confesión en la 
época de vigencia del régimen procesal del Decreto 050 de 1987, continúa con 
las figuras de sentencia anticipada, allanamientos, bajo el régimen procesal del 
Decreto 2700 de 1991; Y hoy por hoy, con las aceptaciones de cargos, los 
preacuerdos y el principio de oportunidad bajo el régimen procesal de la Ley 906 
de 2004”33 
 
Un vistazo histórico de los procesos penales permite deducir que la justica premial, 
hace parte de la tradición de la política criminal del estado otorgar beneficios 
punitivos, en ese sentido normas como:  
 
“i) El artículo 46 de la ley 30 de 1936, contemplaba una rebaja de pena de la 
mitad a las dos terceras partes para sindicados o procesados que habiendo 
incurrido en los delitos allí previstos de narcotráfico o comercialización de 
sustancias estupefacientes denunciaran con mecanismos idóneos a los autores, 
cómplices o encubridores de las conductas punibles ya citadas, teniendo como 
 
32 En el mismo, sentido ROLDÁN RESTREPO, Gabriel Fernando. Límites al poder dispositivo y 
control judicial a los preacuerdos en aplicación del estándar de prueba para condenar. Universidad 
de Medellín. [En línea] Disponible en: < http://bit.ly/2kCSIH2 > Diferencia tres momentos de la justicia 
negociada: “1) Una Negociación, consistente en los acercamientos del investigado, de la mano de 
su defensor con la Fiscalía; 2) Un Preacuerdo, contentivo del conjunto de condiciones pactadas; y, 
3) Un Acuerdo, como pacto ya homologado por el Juez” p. 34 
33 Ley 906, 2004. Op. cit. 
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única condición que las personas denunciadas aun no estuvieran vinculadas al 
proceso; ii) El Decreto 1199 de 1987 que en el art. 8, rebajaba la pena de una 
tercera parte a las personas que habiendo sido condenadas dieran información 
que permitiera librar órdenes de captura contra otros infractores de la ley penal; 
iii) El Decreto 2490 de 1988, consagro que quienes fueran autores o participes 
de delitos de los que se ocupaba la jurisdicción de orden público, que colaboraran 
en forma eficaz con las autoridades para sacar adelante las investigaciones en 
relación con ocurrencia de los hechos y los autores o participes serían eximidos 
de pena cuando se dictara sentencia; iv) Los decretos 2047 y 3033 de 1990 y 
303 de 1991, también previeron rebajas de penas en forma automática para 
quienes se presentarán a la justicia en forma voluntaria y confesaran los hechos 
en los que hubieran participado o que denunciaran los bienes que hubieran 
utilizado para su realización”34  
 
Como se observa en Colombia, ya existía con antelación del sistema acusatorio la 
justicia premial, lo novedoso de la Ley 906 de 2004, es la facultad que le otorga a 
las partes de negociar los hechos imputados. Generando un problema, ¿por cuál 
delito se debe declarar la responsabilidad penal? por el delito que realmente se 
cometió o por el delito negociado, aún más grave, es considerar que el operario 
judicial en un estado de derecho se somete a la integridad de la ley, esto es 
subsumir los hechos a las consecuencias jurídicas que normativamente 
corresponda. 
 
Por otra parte, la justica premial y en especial los preacuerdos celebrados entre las 
partes choca con la esencia de los sistemas acusatorio35 y continental (civil law), en 
efecto, el sistema acusatorio legitima la condena del acusado, siempre y cuando 
 
34 GARZÓN, Alejandro; LONDOÑO, César Augusto y MARTÍNEZ, Gloria Cristina. Negociaciones y 
preacuerdos. Bogotá: Ediciones Nueva Jurídica, 2007. ISBN: 9789589805237. p. 11 
35 la postura de Langbein, Jhon, 2001. p.30. asevera que: “el recurso al plea bargaining se puede 
tornar muy peligroso en vista de su abuso, pues provoca situaciones que riñen con los postulados 
fundamentales que moldearon los constituyentes, esto es, un juicio rodeado de garantías procesales; 
Además, son los propios angloamericanos los que han colocado esta institución en el marco de 
tradición inquisitiva, que incluso llega a familiarizarse con la tortura”  
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sea vencido en juicio público en que se debate probatoriamente sobre su 
responsabilidad o inocencia, con todas las protecciones y garantías judiciales; y por 
parte del sistema inquisitivo el juez debe velar por la verdad material y la sujeción al 
principio de legalidad.  
 
Las críticas que recibe desde el modelo Norte Americano el plea bargaining36 
(negociación sobre la declaración) las sintetiza Silvia Barona Vilar37, de la siguiente 
manera:  
 
1) El consenso expropia a las partes de su rol, transformándolos en el mejor de 
los casos en mercaderes, el juez por su parte olvida su deber ético con la sociedad 
de contribuir con la consecución de la verdad. 
2) Con el plea bargaining, se genera el desconocimiento de las garantías de los 
acusados, pues lo privan de su derecho a tener un juicio oral y público. 
3) En relación con la determinación de la pena, los preacuerdos carecen de 
racionalidad punitiva, pues a causa del consenso se omite considerar situaciones 
relevantes y necesarios para su determinación como son la gravedad del hecho, la 
intensidad de culpa, la personalidad del acusado y las exigencias de prevención 
general y especial.  
4)  En algunas ocasiones, se van a producir situaciones injustas, en la medida 
que personas inocentes resulten convictas, dado que existe la tendencia que los 
ciudadanos con menos recurso realicen una alegación de culpabilidad, siempre y 
cuando ello sirva para obtener la libertad lo más pronto posible.  
 
 
36 RODRÍGUEZ GARCÍA, Nicolás. Aproximación al estudio de la justicia penal negociada de los 
EEUU: the plea barining process. En: REDEN: revista española de estudios norteamericanos, (9), 
1995. p.3. […] Lo podemos definir como: “el proceso de negociación entre la acusación y la defensa 
en orden a obtener un acuerdo por el acusado se declara culpable, evitando así la celebración del 
juicio a cambio de una reducción en los cargos o de una recomendación por parte del fiscal”  
37 BARONA VILAR, Silvia. La conformidad en el proceso penal. Valencia: Tirant to Blanch, 1994. 
ISBN: 9788480021289. p. 55-58 
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Ahora frente al sistema continental, autores como Bern Schünemann, Bárbara 
Huber y Luigi Ferrajoli38, ven un peligro latente para la estructura del Estado de 
Derecho en materia penal y del principio de legalidad llegando a desnaturalizar la 
estructura del proceso penal39, sus críticas, se resumen en los siguientes puntos:  
 
• Se desnaturaliza el principio no dispositivo del objeto del proceso penal. El 
proceso penal se ha concebido de forma tradicional en el sistema continental como 
ajeno a la posibilidad de disposición de las partes, debido aquel el ius puniendi esta 
monopolizado por el Estado. 
• Se desnaturalizan principios fundamentales del procedimiento penal como el 
de oralidad, inmediación y aun de presunción de inocencia. Si se consideran a las 
negociaciones como forma de reconocimiento de responsabilidad o culpabilidad, 
obtendremos la verdad procesal sin sustento probatorio.  
• Los consensos de culpabilidad abandonan la verdad material. Encontrando 
que el juez, en un estado de derecho de vincular el proceso penal a la verdad, 
siempre la sentencia debe apuntar a ello, ha de ser buscada por el juzgador. Los 
preacuerdos renuncian tanto a la verdad material, como a la verdad probatoria, pues 
la sustituye, por lo que resulte acordado entre las partes. 
• La mayor crítica está en la dificultad que encuentra el acusado para formar 
adecuadamente la magnitud de su decisión, si consideramos a los preacuerdos 
como una renuncia al ejercicio de conocer y debatir las pruebas, parece lógico que 
esta decisión deber ser resultado de una adecuada información. Sin embargo, en 
muchas ocasiones el acusado no logra comprender el sentido y las consecuencias 
de su decisión pese a estar asistido por su defensa técnica, no es infrecuente las 
malas prácticas de los defensores por falta de preparación o tiempo para celebrar 
un buen preacuerdo.  
 
38 Para FERRAJOLI, Luigi.  Op. Cit. p. 748: “las negociaciones entre el detentador de la acción penal 
y el procesado son ajenas a un procedimiento de verdad acusatorio, pues se conculcan las garantías 
fundamentales del individuo, en el que el investigado pueda ejercer su derecho de defensa, 
amparado en su presunción de inocencia y que se le permita controvertir las acusaciones en su 
contra, las negociaciones serían, pues, la antinomia del justo proceso por cuanto se asemeja más a 
prácticas propias del sistema inquisitivo”  
39 SCHÜNEMANN, Bernd ¿Crisis del procedimiento penal? En: Jornadas sobre la "Reforma del 
Derecho Penal en Alemania" 1991, p. 49-58 
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Pese a los anteriores reparos40, la realidad angloamericana41, muestra que el 95% 
de los procesos penales culmina a través de las formas plea bargaining o los plea 
of guilty, ocasionando como efecto inmediato la abreviación del proceso con 
múltiples beneficios en especial económicos, el ahorro del desgaste procesal.42 De 
ahí que conviene traer a colación las palabras célebres del profesor puertorriqueño 
Chiesa: 
 
“Ya hoy las cortes no ocultan la aceptación y hasta el favorecimiento del sistema 
de alegaciones preacordadas; Se trata de un área donde la realidad se ha 
impuesto sin mucha dificultad sobre la teoría; A pesar de los reparos morales o 
ideológicos que pueda haber a la institución de la negociación de alegaciones 
ante una acusación -que permita una aceptación de alegaciones por un delito 
distinto al cometido y se presta para cierto tipo de precisiones- hoy en día se le 
acepta como un componente esencial de nuestro sistema de justicia criminal y 
que, en el peor de los casos, las negociaciones deben ser entendidas como una 
especie de mal necesario”43 
 
 
40 Por otra parte, la CORTE CONSTITUCIONAL DE COLOMBIA. Sentencia C-059 (3 de febrero de 
2010) [M.P. Humberto Antonio Sierra Porto], afirma que la aplicación de los preacuerdos y las 
negociaciones no viola la Constitución: “i) la existencia de estas figuras no vulnera, per se, el derecho 
fundamental al debido proceso; ii) el fiscal no cuenta con una libertad absoluta al momento de 
adecuar la conducta punible; iii) a los hechos invocados en su alegación conclusiva, el fiscal no les 
puede dar sino la calificación jurídica que corresponda conforme a la ley penal preexistente; iv) la 
intervención de las víctimas en los acuerdos y preacuerdos debe ser compatible con los rasgos 
esenciales del sistema penal de tendencia acusatoria; v) no existe una necesaria coincidencia de 
intereses entre la víctima y la Fiscalía, situación que debe ser tenida en cuenta en materia de 
preacuerdos; vi) si bien la víctima no cuenta con un poder de veto de los acuerdos celebrados entre 
la Fiscalía y la defensa, tiene derecho a ser oída e informada acerca de su celebración; vii) en la 
valoración del acuerdo, el juez velará porque el mismo no desconozca o quebrante garantías 
fundamentales del imputado y de la víctima; y viii) en determinados casos, el legislador puede 
restringir o incluso prohibir la celebración de acuerdos o preacuerdos”  
41 TINOCO PASTRANA, Ángel. Op. Cit. p. 221. Advierte: “la importancia del plea bargaining en el 
sistema de enjuiciamiento penal estadounidense es tal, que no podría concebirse sin el mismo. Toda 
su estructura y desarrollo depende de él. Sin el funcionamiento del plea bargaining, no tendría 
capacidad para resolver a través del trial todas las causas que se le presenten, constituyendo por 
tanto un trascendental factor de economía procesal” 
42 Por todos ellos, ÁLVAREZ-CIENFUEGOS (1999) y MUÑOZ-CUESTA (2009) 
43 CHIESA, Ernesto. Derecho Procesal Penal de Puerto Rico y Estados Unidos. Bogotá, Ed. Forum, 
1992. Tomo II. ISBN: 9789586161817. p. 638. 
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1.4.  MODELOS DE JUSTICIA PREMIAL Y NEGOCIAL EN EL DERECHO 
COMPARADO. 
 
La justicia negociada encuentra su expresión más acabada en los procedimientos 
de plea bargaining o de guilty plea44, los cuales se han extendido por los demás 
países del sistema Anglosajón45. En relación al guility plea (una aceptación de 
culpabilidad simple), resaltar que es un acto unilateral mediante el cual el procesado 
acepta la culpabilidad. 
 
Ahora, Respecto al plea bargaining (aceptación de culpabilidad producto de una 
negociación), aclarar que a diferencia del guility plea, es un acto bilateral, y el mismo 
consiste en un modelo transicional mediante el cual las partes procesales negocian 
la terminación rápida del proceso penal en concreto, lo anterior, mediante el 
otorgamiento de ciertos beneficios en términos del monto de la pena a imponer 
como también de los cargos por los cuales se hará efectiva la respectiva condena, 
siempre y cuando el procesado se manifieste aceptando de manera temprana la 
responsabilidad penal; es decir, que en el plea barganing, el sujeto activo del injusto 
renuncia a la materialización de la gran mayoría de sus garantías fundamentales 
consagradas constitucionalmente, las cuales le son otorgadas por su rol dentro del 
proceso penal, empero, la otra parte procesal -la fiscalía- como contraprestación, 
en la gran mayoría de los casos renuncia a lograr imponer una condena apelando 
a los márgenes más alto permitidos normativamente.  
 
Resaltar que, el plea barganing no deriva del derecho británico; pues los diversos 
estudios académicos realizados en el paso de la imagen móvil de la eternidad, 
cuyos objetivos han estado dirigidos a los estudios históricos de dicha institución 
 
44 El plea bargaining (aceptaciones de culpabilidad negociadas) y el gulity plea (aceptación de 
culpabilidad unilateral), se conciben en el contexto de Estados Unidos como dos modalidades de 
una misma figura procesal, a diferencia de a lo establecido por la CORTE CONSTITUCIONAL DE 
COLOMBIA. Sentencia T-966 (14 de marzo de 2006) [M.P. Clara Inés Vargas Hernández] En la cual 
argumentó que las aceptaciones de culpabilidad y los preacuerdos eran figuras jurídicas distintas; 
separadas. 
45 BAZZANI MONTOYA, Darío; Et al. Op. cit. p.246. 
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tienen algo en común, a saber, coinciden respecto a la ubicación temporal y 
geográfica de su origen, esto es, en el siglo XX, en la ciudad de Boston 
Massachusetts.46  
 
Durante más de medio siglo el Plea Bargaining carecía de respaldo legislativo, lo 
cual era criticado por la doctrina que lo tachaba de violatorio de las bases 
acusatorias del common law, en que “él acusado solo puede ser condenado por un 
jurado después de un procedimiento contradictorio con todas las protecciones y 
garantías”47 al no existir un marco regulatorio que señalara la forma que debería 
celebrase los acuerdos, la validez y los límites de estos.  
 
En 1971 la Corte Federal de Estados Unidos en la decisión de Santobello vs New 
York, recopilo las reglas de la práctica del Plea Bargaining, posteriormente 
constituyo la reforma de la regla 11 de Procedimiento Criminal Federal48, vigente en 
la actualidad, las características de las reglas del Plea Bargaining, son las 
siguientes:  
 
Las conversaciones pueden iniciarse a instancia del fiscal o el sindicado por 
intermedio de su abogado defensor.  
 
Puede acordarse a cambio de la alegación de culpabilidad por el delito alegado en 
la acusación o denuncia uno inferior. El fiscal se obliga a una o varias de siguientes 
acciones: 
 
a) Solicitar el archivo de otros cargos contra el imputado. 
b) Eliminar una alegación de reincidencia o delincuencia habitual.  
 
46 ALSCHULER, Albert W. Plea Bargaining and Its History En: Law & Society Review. (2), 1979. p. 
212-214. [En Línea].  Disponible en: <http://bit.ly/2kkj5Bc> 
47 RODRÍGUEZ GARCÍA, Nicolás. Op. cit. p. 2. 
48 "The attomey for the govemment and the attomey for the defendant or the defendant when acting 
pro se may engage in discussions with a view toward reaching an agreement" 
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c) Recomendar una sentencia en particular o comprometerse a no ejercer 
oposición a la petición que haga la defensa sobre una sentencia especifica.  
d) Acordar que determinada sentencia especifica es la que dispone 
adecuadamente el caso.  
 
El acuerdo entre la fiscalía y el defensor no obliga al Tribunal a adoptar una decisión 
conforme a lo transado. 
 
El tribunal no participa en las conversaciones. 
 
Cuando el acuerdo es rechazado por el Tribunal se les comunica a los sujetos 
procesales y se le advierte al imputado que el Tribunal no está obligado por el 
acuerdo. De insistir en la alegación se le previene de la posibilidad de obtener una 
decisión final menos favorable que la acordada. 
 
El hecho de que el imputado haga una alegación preacordada de culpabilidad no 
podrá ser tenido como prueba contra el imputado en ningún otro proceso, cualquiera 
fuese su naturaleza, cuando ella hubiera sido rechazada por el tribunal, reiterada 
por el imputado o invalidada en virtud de un recurso posterior, salvo el caso de 
investigación contra el imputado por perjurio (falso testimonio).  
 
El tribunal antes de tomar una decisión debe cerciorase de que la alegación ha sido 
hecha sin ningún vicio del consentimiento, de la conveniencia de la misma para la 
administración de justicia y de que ella haya sido hecha conforme a derecho. Para 
estos fines, el Tribunal tiene amplias facultades de investigación incluso la de 
interrogar al imputado y terceras personas.  
 
De este modo, podemos definir el plea bargaining como el proceso de negociación 
que conlleva discusiones entre la acusación y la defensa en orden a obtener un 
acuerdo por el cual el acusado se declarará culpable, evitando así la celebración 
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del juicio a cambio de una reducción en los cargos o de una recomendación por 
parte del fiscal. 
 
En cuanto a las modalidades de los preacuerdos o el compromiso al que las partes 
pueden llegar, suele tener el siguiente contenido:  
 
I. Charge bargaining, charge reduction o charge dismissal: La esencia de 
este caso es que se permite al acusado realizar una plea of guilty con uno o varios 
cargos a cambio de que el fiscal se comprometa a reducir, abandonar o abstenerse 
de traer más cargos adicionales. De modo que la intención del defensor será intentar 
que el fiscal acuse a su cliente con un delito inferior y con una menor pena de prisión 
que la que correspondería al acusado en atención al delito por el que inicialmente 
se le ha acusado. 
II. Sentence bargaining, sentence reduction "on the nose guilty plea": En este 
caso el acusado se declara culpable de los cargos originariamente imputados a 
cambio de algún tipo de promesa hecha por el fiscal relativa a la sentencia que le 
va a ser impuesta, pudiendo prometer que pedirá lenidad, o simplemente que se 
abstendrá de hacer recomendaciones al juez, o que no se opondrá a las peticiones 
de lenidad hechas por el acusado al juez.  
 
Estas son las dos grandes categorías de concesiones que el acusado puede recibir 
a cambio de su declaración de culpabilidad. No obstante, éste se puede ver inducido 
a plea guilty en atención a una amplia serie de consideraciones: un delincuente 
joven puede declararse culpable a cambio de ser juzgado conforme a la legislación 
de menores; el acusado podrá negociar el lugar donde va a cumplir la pena; también 
su sujeción a un programa especial de rehabilitación. 
 
Igualmente, cuando se entablen las negociaciones, la defensa del acusado puede 
ofrecer, además de la declaración de culpabilidad de su cliente, otras 
contraprestaciones al Fiscal. hacer una devolución de las cosas sustraídas; 
comprometerse a indemnizar a la víctima; no apelar la resolución judicial; dar al 
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fiscal o a la policía la información que ellos desean; ayudar a la policía en la 
investigación del crimen; testificar contra otros como testigo. En definitiva, 
cualquiera que sea el tipo de concesiones que reciba el acusado, estas 
normalmente tendrán el mismo objetivo: atenuar la pena.49  
 
En viejo continente a partir de la recomendación del Consejo de Ministros de Europa 
(87) 18 de 17 de septiembre de 1987, en la que expresamente sugiere a la región 
ajustar las formas de guilty en los procedimientos penales, con el fin de acelerar la 
justicia, fueron incorporando poco a poco, institutos que facilitaran negociar la pena 
o los hechos imputados con los procesados, iniciado por los sistemas anglosajones 
(Inglaterra y Gales) y desplegándose a los sistemas continentales (Bélgica, Francia, 
Italia, Alemania y España). 
 
En Inglaterra, la llamada negociación sobre los hechos imputados o plea bargaining. 
Puede realizarse en cualquier fase del proceso y con funcionarios distintos, en 
efecto, en la etapa policial, interviene la policía y el acusado; en la fase intermedia 
y en el juicio oral el acusado y el Fiscal participan en el plea bargaining.5051 
 
En Bélgica, la disposición del proceso es unilateral, no obstante, si el Fiscal estima 
que la infracción debe ser castigada con una pena de menos de dos años de prisión, 
puede citar al autor del hecho para invitarlo a reparar el daño y archivar la actuación 
penal.52 
 
En Francia, existen tres formas de negociación entre partes. El archivo bajo 
condición, la mediación y la descalificación disqualification, las dos primeras son de 
iniciativa de la Fiscalía y soluciona el conflicto sin sentencia; en el archivo bajo 
 
49 RODRÍGUEZ GARCÍA, Nicolás. Op. cit. p. 8. 
50 DELMAS-MARTY, Mireille. Procesos penales de Europa. Alemania, Inglaterra y Gales, Bélgica, 
Francia e Italia. Zaragoza: Ed. EDIJUS, 2000. ISBN: 8489646120. p.194-196 
51 En este modelo se plantea si es necesario o no la intervención del juez en la negociación, las 
sentencias más antiguas ordenan la aprobación previa del Juez (caso Soanes, 1948). Sin embargo, 
las más recientes, aceptan que el Fiscal no pida la aprobación previa del Juez (caso Coward, 1979).  
52 DELMAS-MARTY, Mireille. Op. cit. p. 255-257. 
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condición surge en materia de consumo de estupefacientes; la mediación la decide 
el fiscal previo acuerdo entre la víctima y el victimario. En cambio, la disqualification, 
es un acuerdo que llega el acusado con el juez, quien termina el proceso con una 
condena de un delito diferente cuya pena es menos severa al delito que realmente 
probado.53  
 
En Italia, los fenómenos de la justicia negocial, surgió por la necesidad de abreviar 
el proceso penal, debido a las múltiples condenas de Italia por el Tribunal Europeo 
de los Derecho Humanos por violación de la duración razonable del proceso, 
recogido en el art. 6.1 de la Convención Europea de Derechos Humanos54.  
 
Para tal fin, el proceso italiano, permite al acusado con el consentimiento del Fiscal 
solicitar al juez audiencia preliminar para la imposición de una pena de sustitución 
o de una pena pecuniaria disminuida en una tercera parte, o incluso de una pena 
de prisión, que, reducida en un tercio, no pase de dos años. En los casos en que la 
pena supere los dos años, las partes pueden acudir al llamado patteggiamento 
(convenios) en que solicitan al juez que imponga la pena sobre la que se han puesto 
de acuerdo. En este, acuerdo la reducción de la pena no puede ser superior a una 
tercera parte. En contraprestación que el acusado renuncie a su derecho a oponerse 




53 Ibid. p. 327-331.  
54 Toda persona tiene derecho a que su causa sea oída equitativa, públicamente y dentro de un plazo 
razonable, por un Tribunal independiente e imparcial, establecido por ley, que decidirá los litigios 
sobre sus derechos y obligaciones de carácter civil o sobre el fundamento de cualquier acusación 
en materia penal dirigida contra ella. La sentencia debe ser pronunciada públicamente, pero el 
acceso a la sala de audiencia puede ser prohibido a la prensa y al público durante la totalidad o parte 
del proceso en interés de la moralidad, del orden público o de la seguridad nacional en una sociedad 
democrática, cuando los intereses de los menores o la protección de la vida privada de las partes en 
el proceso así lo exijan o en la medida en que sea considerado estrictamente necesario por el 
tribunal, cuando en circunstancias especiales la publicidad pudiera ser perjudicial para los intereses 
de la justicia. 
55 BAZZANI MONTOYA, Darío; Et al. Op. cit. p. 248. 
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En Alemania, el proceso se divide en dos fases: la declarativa y la de ejecución. A 
su vez, la primera etapa consta de tres etapas:56 i) procedimiento preparatorio o 
averiguación; ii) fase intermedia y iii) procedimiento principal. En dichas etapas 
existen variantes prémiales y negóciales.  
 
Las variantes prémiales, las denominadas delmas-marty “sobreseimiento” y operan 
en tres casos: i) el tribunal de oficio en los delitos menores, con el aval del fiscal y 
el consentimiento del acusado puede extinguir la acción penal a través del 
“sobreseimiento por el tribunal”. ii) cuando se repare integralmente en los casos que 
la ley prevé, el fiscal le solicitara al tribunal “el sobreseimiento bajo condición” y iii) 
por conciliación en los casos que requieran querella privada. 
 
Con el fin de evitar el procedimiento principal, en cual, se realiza el juicio, la fiscalía 
y el acusado pueden dar por terminado el conflicto anticipadamente, a través de 
acuerdos denominados Absprache (Acuerdos), que se asimila al plea bargaining de 
los Estados Unidos, sin embargo, a diferencia del ultimo, en la negociación 
interviene el juez,57 lo cual ha sido ampliamente criticado toda vez que se ha dicho 
que tal actuación altera su imparcialidad Los objetivos del Absprache, básicamente 
consisten en lograr el correspondiente archivo del proceso, o en su defecto, una 
reducción de la pena, lo anterior para evitar un desgaste procesal tras evitar llevar 
a cabo el juicio.  
 
En ese orden de ideas, el Absprache se puede tomar como un acuerdo 
consensuado entre la fiscalía, el acusado, y como se comentó que el juez interviene, 
entre el juez, en el cual mediante el otorgamiento de ciertos beneficios al acusado, 
de los cuales es menester siempre y cuando este realice una confesión, y así se 
 
56 ROLDÁN RESTREPO, Gabriel Fernando. Op. cit. 
57 CAMACHO NORIEGA, Ana Ligia; DEMETRIO GOMEZ, Yolanda y SÁNCHEZ SIERRA, Luis Elver. 
Reflexiones sobre la aplicación del derecho premial en el proceso penal colombiano: entre la víctima 




evite la celebración del juicio oral, esto último, en aras de una eficacia y prontitud en 
la administración de justicia alemana58 
 
Ahora, respecto a lo concerniente a en qué etapa procesal se puede dar el 
absprache, identificando que, puede ser en cualquier etapa procesal antes del juicio 
oral, dicha negociación puede basarse en: 
 
a) El archivo del proceso 
b) Reducción de la pena 
c) La remisión condicional de la pena al desarrollo del proceso por orden penal. 
d) La renuncia a los medios de impugnación 
e) La renuncia a la celebración del juicio oral 
f) La renuncia a la solicitud, práctica, y controversia de la prueba.59 
 
En el caso de España, opera la figura llamada “conformidad”, que permite terminar 
de forma anormal el proceso penal, sin practica de pruebas, mediante sentencia en 
el que el juez está vinculado por el acuerdo alcanzado por las partes. Con esta figura 
el acusado acepta los hechos, la calificación jurídica de estos, la responsabilidad 
penal y civil, a cambio de obtener una rebaja de la tercera parte de la pena o 
conformarse con la pena del delito más grave en caso de concurso de delitos.60  
 
Según Carlos Arturo Gómez Pavajeau, estas figuras negóciales han cumplido con 
su razón de ser -el cumplimiento de las demandas de celeridad y eficacia de justicia 
penal-61, además considerados por la jurisprudencia del Tribunal Europeo de 
 
58 RAMÍREZ RAMÍREZ, Mónica Cecilia. La negociación en el sistema penal acusatorio. 2008 [En 
Línea] Disponible en: <http://bit.ly/2kO68jo>   
59 GARZÓN, Alejandro; LONDOÑO, César Augusto y MARTÍNEZ, Gloria Cristina. Op. Cit. 
60 VIGI LEVI, Jacobo La institución de la conformidad en el proceso penal español. 2012. p.7 [En 
Línea] Disponible en: <http://bit.ly/2mjgV5x> 
61 GÓMEZ PAVAJEAU, Carlos Arturo. Preacuerdos y negociaciones de culpabilidad. Bogotá: 
Escuela Rodrigo Lara Bonilla y universidad Militar Nueva Granada, 2010. p. 8-13. [En Línea] 
Disponible en: <http://bit.ly/2lScsGK> 
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62 GIMENO SENDRA, Vicente; MORENO CATENA, Víctor1996. Derecho Procesal Penal. Madrid: 





En el capítulo anterior, se expuso los modelos de justicia premial y negocial en el 
derecho comparado; es por lo anterior que en el presente capítulo se hace necesario 
aterrizar dicho instituto jurídico- procesal penal de justicia negociada al contexto 
colombiano, se procederá a la tarea de ubicar los preacuerdos en la estructura de 
nuestro proceso penal instaurado y reglamentado por la Ley 906 de 2004 como 
desarrollo del acto legislativo 003 de 2002. Así mismo, se relacionan las 
restricciones de los mismos; sus fines; características propias; modalidades y 
finalmente la intervención de las víctimas en sus etapas. 
 
2.1.  PREACUERDOS EN EL SISTEMA PENAL COLOMBIANO. 
 
Se ha identificado que los preacuerdos no son patrimonio exclusivo del sistema 
acusatorio ni del inquisitivo, son una expresión de justicia premial, sustentada en la 
política criminal de un Estado, en los fines específicamente asignados a las formas 
de terminación abreviada del proceso penal y al respeto por las garantías que 
correspondan a las partes. 
 
La finalidad de los preacuerdos en el ordenamiento jurídico colombiano, los define 
en el artículo 348 de la Ley 906 de 2004 de la siguiente forma:  
 
“Con el fin de humanizar la actuación procesal y la pena; obtener pronta y 
cumplida justicia; activar la solución de los conflictos sociales que genera el delito; 
propiciar la reparación integral de los perjuicios ocasionados con el injusto y 
lograr la participación del imputado en la definición de su caso, la Fiscalía y el 
imputado o acusado podrán llegar a preacuerdos que impliquen la terminación 
del proceso; La fijación de los alcances de los preacuerdos no pueden marginarse 
de los fines, ni siquiera parcialmente, de no ser así se corre el riesgo de 
desnaturalizar la institución y sacrificar garantías y derechos fundamentales de 
las partes e intervinientes, además contrario a lo que sucede con el principio de 
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oportunidad, ninguno de los fines señalados apunta a que con los preacuerdos 
se renuncia a la responsabilidad del inculpado por el delito cometido, allí 
solamente se tolera por su naturaleza la modificación de la pena, la que se puede 
obtener a través de instrumentos o procedimientos como la fijación de un monto, 
la degradación, la readecuación, o la culpabilidad preacordada”63  
 
Tampoco los preacuerdos toleran la posibilidad de renunciar a la vedad de los 
hechos ni a desconocer lo demostrado con los elementos de prueba aportados al 
proceso. Al establecer el artículo 351 de la Ley 906 de 2004. que se puede “llegar 
a un preacuerdo sobre los hechos imputados y sus consecuencias” no puede 
tenerse como una autorización para ignorar los hechos y las pruebas, precisamente 
por los condicionamientos que en esa materia hizo la sentencia C-1260 de 2005 de 
la Corte Constitucional al señalar: 
 
“La posibilidad de celebrar preacuerdos entre el fiscal y el imputado, aquel no 
tiene plena libertad para hacer la adecuación típica de la conducta, pues se 
encuentra limitado por las circunstancias fácticas y jurídicas que resultan del 
caso; Por lo que, aun mediando una negociación entre el fiscal y el imputado, en 
la alegación conclusiva debe presentarse la adecuación típica de la conducta 
según los hechos que correspondan a la descripción que previamente ha 
realizado el legislador en el Código penal; La Corte reafirma que la facultad 
otorgada al fiscal de tipificar la conducta con miras a disminuir la pena es una 
simple labor de adecuación y no de construcción del tipo penal por el mismo; Las 
normas positivas deben consagrar previamente las conductas punibles y 
concretar igualmente las sanciones que serán objeto de aplicación por el fiscal; 
Por ende, se cumple a cabalidad con el principio de legalidad penal cuando se 
interpreta en correspondencia con el de tipicidad plena o taxatividad en la medida 
que la labor, en este caso del fiscal, se limita a verificar si una determinada 
 
63 Ley 906 de 2004, Op. cit. art. 348. 
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conducta se enmarca en la descripción típica legal previamente establecida por 
el legislador o en una relacionada de pena menor”64 
 
En conclusión, la Corte declarará la exequibilidad del numeral 2, del artículo 350 de 
la Ley 906 de 2004, que dispone que: 
 
“Tipifique la conducta de su alegación conclusiva, de una forma específica con 
miras a disminuir la pena, en el entendido que el fiscal no puede en ejercicio de 
esta facultad crear tipos penales; y que en todo caso, a los hechos invocados en 
su alegación conclusiva no les puede dar sino la calificación jurídica que 
corresponda conforme a la ley penal preexistente; Ahora, se diferencian del 
principio de oportunidad, por la discrecionalidad en el ejercicio de la acción penal 
que enviste al principio de oportunidad, la que no tiene los preacuerdos, en estos 
se debe ejercer la potestad investigativa y acusadora con objetividad65; Además, 
los preacuerdos están atados a la prueba mínima, a los hechos probados y 
respetar las garantías de las partes e intervinientes”66 
 
2.2. RESTRICCIONES DE LOS PREACUERDOS.  
 
A continuación, se definen las principales restricciones a los preacuerdos dentro de 
la dinámica del sistema penal acusatorio desarrollado por la Ley 906 de 2004, como 
limitantes a la libertad que gozan las partes en el proceso penal en lo 
correspondiente en el ejercicio de las formas de terminación anticipadas del proceso 
penal. Dichas restricciones han sido definidas e interpretadas por la jurisprudencia 
de la Corte Suprema de Justicia en su sala de casación Penal, y también 
especificadas en las prescripciones normativas de la Ley 906 de 2004. 
 
 
64 CORTE CONSTITUCIONAL DE COLOMBIA. Sentencia C-1260 (5 de diciembre de 2005) [M.P 
Clara Inés Vargas Hernández] 
65 Ibid. 
66 Ley 906, 2004. Op. cit. 
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2.2.1. Restricciones derivadas del principio de no retractación  
 
En materia de preacuerdos se aplica lo que corresponde a la preclusividad procesal, 
la cual estipula que una vez el juez ha aprobado el preacuerdo éste ya no puede 
deshacerse. Al respecto ha dicho la Corte:  
 
[…] “En respeto al principio de la buena fe, a la lealtad procesal y para ofrecer 
seguridad al sistema acusatorio, en los casos en que el procesado renuncia a 
sus garantías para admitir su compromiso penal rige el principio de 
irretractabilidad el cual lo inhibe para revocar expresa o tácitamente los 
términos del allanamiento o el acuerdo, ora para deshacerlos o modificarlos, no 
de otra forma se desdibujaría el propósito de la política criminal de lograr una 
rápida y eficaz administración de justicia”67[…] (negrilla y resaltado propios) 
 
En ese orden de ideas, respecto al preacuerdo, se identifica que, a partir del 
momento en que se tiene superada la inexistencia de aquellas irregularidades que 
puedan ser limitativas en lo que respecta a las garantías del imputado, y surtida la 
verificación de la legalidad del mismo, no es posible para ninguno de los 
intervinientes retractarse sobre el mismo.68 Así lo ha señalado la Corte Suprema de 
Justicia: 
 
“La aceptación o el acuerdo no sólo es vinculante para la fiscalía y el implicado. 
También lo es para el juez, quien debe proceder a dictar la sentencia respectiva, 
de conformidad con lo aceptado o convenido por las partes, a menos que advierta 
que el acto se encuentra afectado de nulidad por vicios del consentimiento, o que 
desconoce garantías fundamentales, eventos en los cuales debe anular el acto 
procesal respectivo para que el proceso retome los cauces de la legalidad bien 
 
67 CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, Sala de Casación Penal. Proceso No. 31280 (8 de julio de 
2009). [M.P. Julio Enrique Socha Salamanca]. 
68 Ibid.  
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dentro del marco del procedimiento abreviado, o dentro de los cauces del 
juzgamiento ordinario”69 […] 
 
“Y si bien es cierto que por estos mismos motivos, es decir, cuando el proceso 
abreviado se adelanta con fundamento en una aceptación o acuerdo ilegal, o con 
quebrantamiento de las garantías fundamentales, los sujetos procesales están 
legitimados para buscar su invalidación en las instancias o en casación, también 
resulta claro que estas nociones difieren sustancialmente del concepto de 
retractación, que implica, como se ha dejado visto, deshacer el acuerdo, 
arrepentirse de su realización, desconocer lo pactado, cuestionar sus términos, 
ejercicio que no es posible efectuar cuando su legalidad ha sido verificada y la 
sentencia dictada”70 
 
De lo anterior se puede analizar que, el principio que ilumina la aplicación de la 
institución procesal del preacuerdo -como también del allanamiento de cargos, a la 
luz de los argumentos de la Corte Suprema, es el de irrretractabilidad, empero, la 
jurisprudencia ha resaltado que la retractación de los preacuerdos se posibilita 
únicamente antes de que el juez de conocimiento imparta la correspondiente 
aprobación  
 
[…] “La retractación en trámites de terminación abreviada sólo tiene cabida 
respecto de los preacuerdos y únicamente antes de que el juez de conocimiento 
imparta su aprobación en la audiencia que para el efecto ha de citar, conforme el 
artículo 293 inciso 2; Tal forma de reversar una situación procesal plena y 
legamente estructurada es refractaria a la forma de aceptación de cargos en la 
modalidad de allanamiento”71 
 
 
69 CORTE SUPREMA DE JUSTICIA. Auto Radicación 27159 (18 de abril de 2007).  
70 Ibid. 
71 CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, Sala de Casación Penal. Sentencia Proceso No. 29983 (22 de 




2.2.2. Restricciones respecto a la bilateralidad de los preacuerdos. 
 
El preacuerdo tiene como una de sus características que es bilateral, es decir que, 
para el perfeccionamiento de dicho instituto procesal, debe existir un consenso entre 
las partes. La jurisprudencia de la Corte Suprema de justicia, ha sido clara al resaltar 
que la partes inmersas en un proceso penal, pueden continuar con el mismo, dando 
lleno cumplimiento de todas las etapas procesales y de las garantías exigidas para 
su correcto desarrollo, en aras de buscar su finalización mediante sentencia 
condenatoria o absolutoria que proferirá el juez penal con funciones de 
conocimiento; o en su defecto, pueden acudir a los preacuerdos como forma 
anticipada de terminación del proceso. 
 
No se puede constreñir a la otra parte para que aceda a celebrar el preacuerdo, y 
que tratándose del procesado, éste al momento de acceder a celebrar un 
preacuerdo como una forma de terminación anticipada del proceso, lo debe hacer 
de manera voluntaria, libre e informada, so pena de vulnerar las garantías que le 
asisten por su rol dentro del proceso penal, algunas tales como el derecho al debido 
proceso, a la no autoincriminación, la presunción de inocencia, a la igualdad, a un 
juicio justo y público. Respecto a lo anterior, la Corte se ha pronunciado de la 
siguiente manera: 
 
“De la misma manera, el que la Fiscalía, como lo sostiene el casacionista, haya 
decidido negarse a pactar con la defensa y el procesado algún tipo de 
preacuerdo, tampoco registra violación del debido proceso u otros principios 
básicos del trámite penal, asumido suficientemente que se trata, ese, de un acto 
bilateral que siempre debe contar con la anuencia de las partes, por 
contraposición al allanamiento puro y simple, que emerge por voluntad exclusiva 
del imputado o acusado”72 (subrayado propio) 
 
 
72 CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, Sala de Casación Penal. Proceso N° 34493. (13 de septiembre 
de 2010) [M.P. Sigifredo Espinoza Pérez]  
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Así mismo en Providencia del 23 de agosto del 2005: 
 
[…] “En esta dirección, advierto inconsistente la tesis mayoritaria de la Sala sobre 
la naturaleza que de preacuerdo se otorga al allanamiento a la imputación, 
porque aquí no hay aproximación entre partes, ni manifestación de voluntad de 
ellas para negociar; Es que en el escenario del nuevo sistema, bien puede 
suceder que la Fiscalía fruto de las actividades de investigación que dirige, del 
acopio de sólida información y de variados elementos materiales de prueba, no 
esté interesada en negociar con el imputado y no busque una tal aproximación 
para ello, pues puede pretender, legítimamente, que luego de debatida la 
responsabilidad en el juicio, sea impuesta al imputado una drástica sanción no 
sujeta a rebajas”73 
 
De la anterior cita, se debe tener presente que es completamente potestativo de las 
partes toda acción tendiente a negociaciones en aras de materializar el 
perfeccionamiento de un preacuerdo como forma de terminación anticipada del 
proceso penal. 
 
2.2.3. Restricciones en la imposibilidad de acumular rebajas punitivas. 
 
El código de infancia y Adolescencia, atendiendo el mandato superior74 de darles 
un trato de protección especial a los menores de edad -éste materializado en la 
prevalencia de sus derechos sobre los demás- consagró la imposibilidad de 
acumulación de rebajas punitivas en virtud del preacuerdo -o de allanamiento 
unilateral de los cargos-; lo anterior en aras de castigar con más contundencia y 
todo el peso del ius puniendi, a los sujetos que con sus conductas tales como 
homicidio o lesiones personales dolosas; o aquellas que atenten contra la libertad, 
 
73 CORTE SUPREMA DE JUSTICIA. Sala de casación Penal. Proceso No. 21954-2005 (23 de 
agosto de 2005) 
74 CONGRESO DE LA REPÚBLICA DE COLOMBIA. Constitución Política (20 de julio de 1991). 
Artículo 44 […] “La familia, la sociedad y el Estado tienen la obligación de asistir y proteger al niño 
para garantizar su desarrollo armónico e integral y el ejercicio pleno de sus derechos […]  Los 
derechos de los niños prevalecen sobre los derechos de los demás” 
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integridad y formación sexual o secuestros cometidos contra dichos sujetos de 
especial protección constitucional, Al respecto, la Corte Suprema de Justicia en su 
Sala de Casación Penal, manifestó: 
 
“Con la expedición del Código de la Infancia y la Adolescencia el legislador 
contempló que los delitos de homicidio o lesiones personales bajo modalidad 
dolosa, conductas punibles que atenten contra la libertad, integridad y formación 
sexuales o secuestros cometidos contra niños, niñas o adolescentes, los 
sentenciados no tenían derecho a más de los beneficios, mecanismos 
sustitutivos y subrogados penales, a las rebajas de pena con base en los 
preacuerdos y negociaciones, según lo previsto en los artículos 348 a 351 de la 
Ley 906 de 2004”75 
 
Así mismo, es oportuno resaltar que, en igual sentido, en los casos de los tipos 
penales de terrorismo, financiación del terrorismo, secuestro extorsivo, extorsión y 
demás delitos conexos, se prescinde de la acumulación de rebajas punitiva como 
consecuencia de preacuerdos -o allanamientos unilaterales de los cargos-; tal como 
lo estipuló la Corte Suprema de justicia en sentencia del 8 de julio de 2009. 
 
[…] “inicialmente la prohibición de otorgar cualquier tipo de beneficio 
administrativo y judicial, subrogados penales y mecanismos sustitutivos de la 
pena estaban reglados para los delitos de terrorismo, financiación del terrorismo, 
secuestro extorsivo, extorción y conexos”76  
 
Sin duda, después de lo anterior, se puede plantear la siguiente pregunta ¿Cuál es 
la razón de aquella negativa -de acumular rebajas punitivas- concretamente cuando 
se tratan de dichos tipos penales? 
 
75 CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, Sala de Casación Penal. Sentencia Proceso No. 31063 (8 de 
julio de 2009) [M.P. Jorge Luis Quintero Milanés]. Citada por RINCÓN ANGARITA, Dubán. 
Preacuerdos y allanamiento unilateral en la Ley 906 de 2004. Principales restricciones y su 
justificación. En: Revista Inciso, (16) [En Línea] Disponible en: <http://bit.ly/2kksGYK> 




Respecto a la anterior pregunta, la Corte Suprema de Justicia se pronunció de la 
siguiente manera: 
 
“Evidentemente, lo pretendido fue impedir que en adelante, las personas 
condenadas por los delitos de terrorismo, financiación de terrorismo, 
secuestro extorsivo, extorsión y conexos, pudieran ser favorecidas con 
cualquier tipo de descuento, rebaja o subrogado penal, dada la gravedad de las 
conductas punibles, independientemente del sistema procesal en el que fuera 
aplicada”77 (resaltado y subrayado propio) 
 
Es decir, que la razón de dicha negativa se debe a la gravedad que tienen los 
ataques a los bienes jurídicos, que se pretenden proteger con las normas 
respectivas. 
 
Así mismo, es importante resaltar lo que estipula el artículo 349 de la Ley 906 de 
2004, respecto a la presente restricción; el cual plantea que en los eventos en los 
que el sujeto activo de la conducta punible hubiese obtenido incremento patrimonial, 
en tales condiciones no podrá proceder a la celebración de preacuerdos, sino hasta 
que por lo menos reintegre el 50% del valor equivalente al incremento percibido y 
asegure el recaudo del remanente78. Es pertinente resaltar que dicha restricción 
únicamente atañe a la institución de los preacuerdos. 
 
2.3. FINES DE LOS PREACUERDOS.  
 
La figura del preacuerdo ha sido regulada, tanto por el legislador colombiano como 
por los jueces de nuestro país, de ello se deriva la necesidad de mirar la norma 
penal y la jurisprudencia para poder entender la finalidad de los preacuerdos.  
 
77 CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, Sala de Casación Penal. Proceso N° 29788 (29 de julio de 
2008) [M.P. Augusto J. Ibáñez Guzmán] 
78 Ley 906 de 2004. Op. Cit. art. 349 
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El legislador fue muy claro al exponer los fines de los preacuerdos, tanto así, que 
su finalidad fue plasmada expresamente en el Código Procesal Penal79, el cual 
enuncia que:  
 
“Artículo 348: Con el fin de humanizar la actuación procesal y la pena; 
obtener pronta y cumplida justicia; activar la solución de los conflictos 
sociales que genera el delito; propiciar la reparación integral de los 
perjuicios ocasionados con el injusto y lograr la participación del imputado 
en la definición de su caso, la Fiscalía y el imputado o acusado podrán llegar a 
preacuerdos que impliquen la terminación del proceso” (Negrillas propias) 
 
Fines que han sido reiterados por la jurisprudencia de la Corte Constitucional, tal 
como se puede evidenciar en la sentencia C-516 del 2007, en la cual los 
magistrados manifestaron que:  
 
“Los procesos abreviados basados en los preacuerdos […] están guiados por el 
propósito de resolver de manera más expedita el conflicto penal mediante la 
aceptación, por parte del imputado o acusado de hechos que tengan relevancia 
frente a la ley penal y su renuncia libre, voluntaria e informada, al juicio oral y público, 
a cambio de un tratamiento jurídico y punitivo menos severo por parte del órgano 
jurisdiccional” […] En el mismo sentido, “La denominada justicia consensuada, 
fundada en los preacuerdos y las negociaciones debe estar asistida por unas 
finalidades como son la de: i) humanizar la actuación procesal y la pena; ii) la 
eficacia del sistema reflejada en la obtención pronta y cumplida justicia; iii) 
propugnar por la solución de los conflictos sociales que genera el delito; iv) propiciar 
la reparación integral de los perjuicios ocasionados con el injusto; v) promover la 




80 Sentencia C-516, 2007. Op. cit. 
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O como diría Eugenio Fernández Carlier en su salvamento de voto a la sentencia 
de casación SP16933-2016:  
 
“Todas las modalidades de preacuerdos, cinco en total, que operan en el 
ordenamiento jurídico interno, buscan humanizar la actuación procesal y obtener 
una pronta y cumplida justicia” Fines que deben regir dicha figura, para evitar una 
desfiguración de la misma como diría el magistrado81.  
 
2.4. CARACTERÍSTICAS PROPIAS DE LOS PREACUERDOS.  
 
Los preacuerdos en Colombia están revestidos de las siguientes características: 
 
• Son acuerdos bilaterales. 
• Simplifican el proceso.  
• Pueden ser realizados en la etapa de investigación o juzgamiento. 
• El objeto sobre el cual recae son los hechos imputados y sus consecuencias.82 
• Conllevan siempre un beneficio para el imputado o acusado. 
• El preacuerdo conlleva el reconocimiento de responsabilidad por parte del 
imputado o acusado. 
• Los preacuerdos no se fundamentan en el principio de oportunidad83. 
• Los preacuerdos no desconocen la verdad ni lo demostrado con los elementos 
de prueba aportados en el proceso. 
• No pueden afectar garantías fundamentales.  




81 CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, Sala de Casación Penal. Sentencia SP16933-2016 (23 de de 
2016) [M.P. Eyder Patiño Cabrera] 
82 Sentencia C-516, 2007. Op. cit. 




2.4.1. Son acuerdos bilaterales 
 
Los preacuerdos son por excelencia, pactos bilaterales entre el titular de la acción 
penal y el imputado o acusado, aunque, cabe resaltar que estos acuerdos no se 
realizan al margen de los derechos de las víctimas y sin la respectiva aprobación 
del juez del conocimiento. 
 
2.4.2. Simplifican el proceso 
 
La simplificación del proceso penal, es una meta perseguida por los trabajadores y 
constructores del derecho en Colombia, toda vez que nuestro sistema se encuentra 
en colapsado por la cantidad de procesos que conocen nuestros jueces, 
conllevando una demora en la resolución de conflictos, y es por ello que los 
preacuerdos aparecen en el ordenamiento penal como un mecanismo para llegar a 
un consenso más eficaz y rápido, toda vez que con ellos se suprimen una o varias 
audiencias dependiendo de la modalidad que se utilice.  
 
Es así, que en palabras de la Corte Constitucional el preacuerdo se divisa como:  
 
“Una vía judicial encaminada a la simplificación de los procesos mediante la 
supresión parcial o total del debate probatorio y argumentativo como producto del 




84 Sentencia C-516, 2007. Op. cit. 
43 
 
2.4.3. Pueden ser realizados en la etapa de investigación o juzgamiento. 
 
El proceso penal ordinario en Colombia está conformado por tres etapas: 
 
I. Indagación: fase preliminar en la cual la Fiscalía se encarga de investigar si 
existen elementos suficientes para que se configure el delito y de ser así, cuáles 
son sus posibles autores o participes.  
II. Investigación: integrada por la imputación, acusación y audiencia preparatoria. 
III. Juzgamiento: compuesta por el juicio oral y la sentencia.  
 
Ahora bien, se debe decir que las partes del proceso penal están habilitadas para 
preacordar únicamente en la etapa de investigación y juzgamiento, ya que:  
 
“En cuanto a la oportunidad, los preacuerdos podrán realizarse desde la 
audiencia de formulación de imputación y hasta antes de ser presentado el escrito 
de acusación (art 350); Así mismo, una vez presentada la acusación y hasta el 
momento en que sea interrogado el acusado en el juicio oral para que fije una 
oposición sobre su responsabilidad, el fiscal y el acusado podrán realizar 
preacuerdos (art 352)” 85 
 
Conllevan siempre un beneficio para el imputado o acusado. 
 
Pese a que el legislador no establecido taxativamente “como fin de los preacuerdos 
el beneficiar al imputado o acusado”, ha de decirse que esta figura penal siempre 
conlleva un beneficio para el procesado, ya que el preacuerdo: 
 
“Persigue que el imputado o acusado se declare culpable del delito que se le 
atribuye, o de uno relacionado de pena menor, a cambio de que el fiscal elimine 





o tipifique la conducta, dentro de su alegación conclusiva de una forma específica 
con miras a disminuir la pena (Art. 350)”86 (Negrillas propias) 
 
Disminución de la pena que siempre está presente en los preacuerdos, tal como se 
evidencia en los siguientes artículos de la Ley 906 del 2004:  
 
“art 351: La aceptación de los cargos determinados en la audiencia de 
formulación de la imputación, comporta una rebaja hasta de la mitad de la pena 
imponible, acuerdo que se consignará en el escrito de acusación; También 
podrán el fiscal y el imputado llegar a un preacuerdo sobre los hechos imputados 
y sus consecuencias; Si hubiere un cambio favorable para el imputado con 
relación a la pena por imponer, esto constituirá la única rebaja compensatoria 
por el acuerdo. Para efectos de la acusación se procederá en la forma prevista 
en el inciso anterior; art 352: […] Cuando los preacuerdos se realizaren en este 
ámbito procesal, la pena imponible se reducirá en una tercera parte” (Negrillas 
propias) 
 
2.4.4. El preacuerdo conlleva el reconocimiento de responsabilidad por 
parte del imputado o acusado 
 
Como lo dirían los magistrados de la Corte Constitucional en sentencia C-516 del 
2007,“El acuerdo o la negociación comporta el reconocimiento de responsabilidad 
por parte del imputado o acusado”; ya que con el preacuerdo nunca se niega la 
responsabilidad penal que tiene el procesado en los hechos, sino que se reconoce 
su autoría o participación, tanto así que después de aprobado el preacuerdo el juez 
de conocimiento profiere sentencia, la cual no se podría dictar si no hubiese una 







Incluso, cabe mencionar que:  
 
“Ninguno de los fines señalados apunta a que con los preacuerdos se renuncia a 
la responsabilidad del inculpado por el delito cometido, esto último resulta 
incompatible con la enunciación que el legislador hace en el artículo 348 del C de 
P.P., allí solamente se tolera por su naturaleza la modificación de la pena, la que 
se puede obtener a través de instrumentos o procedimientos como la fijación de 
un monto, la degradación, la readecuación, o la culpabilidad preacordada, ectra”87 
 
2.4.5. Los preacuerdos no desconocen la verdad ni lo demostrado con los 
elementos de prueba aportados en el proceso. 
 
Otro aspecto de los preacuerdos, es el conocimiento de la verdad, ya que utilizando 
las palabras del magistrado Carlier: los fines de los preacuerdos no permiten que la 
verdad de los hechos, ni lo demostrado con los elementos de prueba, sean 
desconocidos al momento de realizar el acuerdo88, puesto que, como lo ha 
entendido la Corte Constitucional “los derechos de las víctimas, incorporan el 
derecho a la verdad”89 y toda “afectación de los derechos y garantías de las 
víctimas, dada su naturaleza constitucional, está proscrita de los preacuerdos”90 
 
2.4.6. No pueden afectar garantías fundamentales  
 
Como lo estableció el legislador en la Ley 906 de 2004, en su artículo 351 inciso 
cuarto, los preacuerdos no pueden vulnerar las garantías fundamentales, ya que de 
lo contrario no son vinculantes para el juez de conocimiento, en el mismo sentido, 
el magistrado Calier resalta que:  
 
 
87 Sentencia SP16933, 2016. Op. cit. 
88 Ibid.  
89 CORTE CONSTITUCIONAL DE COLOMBIA. Sentencia C-233 (11 de mayo de 2016) [M.P. Luis 
Ernesto Vargas Silva] 
90 CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, Sala de Casación Penal. Sentencia AP465-2017 (31 de enero 
de 2017). [M.P. Eugenio Fernández Carlier]  
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“Los negocios jurídicos que afecten el debido proceso, la defensa, los derechos 
constitucionales a la verdad, justicia y reparación, entre otros, no son oponibles, 
no son exigibles jurídicamente y por ende en ellos no puede sustentarse ningún 
juicio de responsabilidad penal”91 
 
2.4.7. El control de los preacuerdos lo realiza el juez de conocimiento 
 
En el siguiente capítulo se expondrá la forma en que el juez de conocimiento realiza 
un control posterior a los preacuerdos, pero desde ya cabe mencionar que:  
 
 “El control sobre los preacuerdos celebrados entre la Fiscalía y el acusado o 
imputado es judicial, debe ser ejercido por el juez de conocimiento, quien verificará 
si el mismo desconoce o quebranta garantías fundamentales; Sólo recibirán 
aprobación y serán vinculantes para el juez de conocimiento cuando superen este 
juicio sobre la satisfacción de las garantías fundamentales de todos los 
involucrados en la actuación (Arts. 350 inciso 1° y 351 inciso 4° y 5°)”92 
 
2.5.  MODALIDADES DE PREACUERDOS EN EL SISTEMA PENAL 
COLOMBIANO. 
 
Los artículos 350 y 369 del C de P.P. establecen las siguientes modalidades de 
preacuerdo. i) Simple; ii) con degradación; iii) con readecuación típica; iv) sin rebaja; 
y v) culpabilidad preacordada.  
 
2.5.1. Preacuerdo simple.  
 
Este preacuerdo se caracteriza porque es conforme a los términos de la imputación, 
el indiciado se declara culpable del delito imputado.  
 
 
91 Sentencia SP16933, 2016. Op. cit. 
92 Sentencia C-516, 2007. Op. cit. 
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“El acuerdo abarca no solamente la pena privativa de la libertad, también otros 
con consecuencias como la multa, las penas accesorias y los sustitutos o 
subrogados penales; Las partes admiten la existencia material del delito, la 
autoría y la responsabilidad en las condiciones precisadas en la formulación de 
la imputación, se respeta la imputación fáctica y jurídica que atribuye la Fiscalía 
en el proceso al incriminado; Es decir, el juez deberá condenar por el delito 
aceptado por el procesado, que se reitera, no es otro que el formulado en la 
audiencia de imputación por la fiscalía o en la audiencia de formulación de 
acusación, según el caso”93 
 
Las partes pueden o no acordar las consecuencias de la conducta punible, a decir 
del artículo 351-2 del C de P.P. Si no hay acuerdo expreso sobre la rebaja de pena, 
el monto corresponde al autorizado por la ley según la fase procesal en la que se 
produzca aquel. Pero, también, pueden las partes convenir la rebaja de sanción que 
debe otorgar el juez si aprueba el negocio jurídico. 
 
Sobre los límites legales de la rebaja la rebaja, la Sala Penal de la Corte Suprema 
de Justicia ha señalado que: 
 
“será hasta del 50% si el convenio se realiza entre la formulación de imputación 
y antes de la presentación del escrito de acusación (artículo 350-1 y 351-1 del 
Código de procedimiento penal); de la tercera parte si es posterior a la 
presentación del escrito de acusación y hasta antes del inicio del juicio oral 
(artículo 352), o de la sexta parte si es en el juicio oral, pacto éste que debe ser 
expresado cuando se conceda la palabra al procesado para que se declare 




93 Ley 906, 2004. Op. cit. Artículo 350, inciso 1º 
94 CORTE SUPREMA DE JUSTICIA. Sala de casación penal. Sentencia SP17024-2016/44562 (14 
de febrero de 2017). [M.P. Luis Guillermo Salazar Otero] 
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2.5.2. Preacuerdo con degradación.  
 
Hay preacuerdo con degradación cuando el indiciado o procesado se declara 
“culpable del delito imputado”, a “cambio” que se elimine una causal de agravación 
punitiva o un cargo específico.  
 
Esta modalidad está fijada en el inciso segundo y el numeral primero del artículo 
350, con las siguientes expresiones: 
 
“El fiscal y el imputado, a través de su defensor, podrán adelantar conversaciones 
para llegar a un acuerdo, en el cual el imputado se declarará culpable del delito 
imputado, o de uno relacionado de pena menor, a cambio de que el fiscal: 1) 
Elimine de su acusación alguna causal de agravación punitiva, o algún cargo 
específico; El precepto solamente admite que el incriminado se declare 
responsable por el “delito imputado o de uno relacionado de pena menor y esta 
adecuación en cualquiera de esos casos no puede apartarse de la estricta 
tipicidad porque así se dispuso en la sentencia C 1260 de 2005 y no puede darse 
un entendimiento diferente al ya fijado en dicha sentencia de la Corte 
Constitucional; El numeral primero alude a la eliminación de una agravante o un 
cargo específico, que ha generado jurisprudencialmente dos interpretaciones que 
más adelante haremos referencia”95 
 
2.5.3. Preacuerdo con readecuación típica. 
  
Esta modalidad está fijada en el inciso segundo y el numeral primero de la ley 906 
de 2004, en su artículo 350, con las siguiente expresión: “Tipifique la conducta, 
dentro de su alegación conclusiva, de una forma específica con miras a disminuir la 
pena” de este modo el procesado no se declara culpable por el delito imputado si 
no por “uno relacionado de pena menor”, es decir adecuada las partes la imputación 
 
95 Ley 906, 2004. Op. cit. 
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fáctica a un delito relacionado pero jurídicamente inadecuado, con el fin de obtener 
la pena del delito readecuado. 
 
“La norma pareciera que debe entenderse como si la ilicitud por la que acepta 
responsabilidad el procesado no es exactamente la misma que se le atribuyó en 
la imputación conforme a la estricta tipicidad, sino una que no puede ser 
sustancialmente diferente o ajena al núcleo fáctico (como mutar una imputación 
de homicidio por hurto), tiene que estar necesariamente relacionada con el 
supuesto de hecho esencial o la conducta óntica y que tenga pena menor (ante 
un cargo por tentativa de homicidio aceptar lesiones personales, o frente a un 
peculado por apropiación admitir un abuso de confianza calificado), caso en el 
cual la readecuación consiste en que la acción o la omisión se tipifique de una 
forma específica con miras a disminuir la pena, lo que supuestamente implicaría 
una tipicidad básica o especial diferente a la estimada en la imputación; El juez 
según el texto legal examinado debe condenar por el delito que corresponda a la 
tipicidad readecuada y no por la imputada o acusada, pues se indica que “el 
imputado se declarará culpable, de uno relacionado de pena menor, debiendo 
imponer la pena que corresponde a la ilicitud acordada”96 
 
2.5.4. Con culpabilidad preacordada.  
 
“Las manifestaciones de culpabilidad preacordada deben hacerse conocer antes 
de que se presente la teoría del caso por la Fiscalía; El inciso segundo del artículo 
367 de la Ley 906 de 2004 otorga una rebaja de pena de la sexta parte si el 
incriminado unilateralmente acepta culpabilidad; Los textos que integran el 
capítulo de la instalación del juicio oral no refieren en concreto cuanta pena se 
debe disminuir como premio por lo que el legislador denomina manifestaciones 
de culpabilidad preacordada, solo se anuncia que el Fiscal debe expresar la 
 
96 CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, Sala de Casación Penal. Sentencia SP8666-2017 (14 de junio 
de 2017). [M.P. Patricia Salazar Cuellar] 
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pretensión punitiva y que no podrá imponer una pena superior a la que le ha 
solicitado la Fiscalía”97  
 
2.5.5. Preacuerdo sin rebaja de pena. 
 
“El legislador no prohibió la celebración de preacuerdos entre la presentación de 
la teoría del caso por la Fiscalía y antes de proferirse el anuncio del sentido del 
fallo; El legislador limitó los beneficios en los preacuerdos, otorgando el derecho 
a ellos si se celebran en determinado momento procesal, no fueron previstos si 
el negocio jurídico se realiza con posterioridad al inicio del juicio oral pero antes 
de la presentación del caso en el juicio oral y también los excluyó para 
determinadas conductas punibles por su gravedad o la condición de la víctima 
(minoría de edad o feminicidio); El procesado asesorado por su defensor puede 
aceptar los cargos formulados en la acusación de manera consensuada con el 
Fiscal en la fase procesal indicada anteriormente, caso en el cual el legislador no 
previó beneficio, lo que no obsta para que el negocio jurídico en estas 
condiciones surta sus efectos, si de tal situación se la ha suficientemente al 
procesado”98 
 
2.6. INTERVENCIÓN DE LAS VICTIMAS EN LAS ETAPAS DE LOS 
PREACUERDOS.  
 
Para iniciar, es importante aclarar que la víctima en el proceso penal colombiano no 
es una parte, sino que es considerada como un interviniente especial, con el fin de 
que no exista un doble acusador en el proceso, tal como lo ha expuesto la Corte 
Constitucional; la cual ha jugado un papel importante a la hora de aclarar los 
derechos de las víctimas, de los injustos penales y su forma de participación en las 
diferentes etapas.  
 
 




El artículo 11 de la Ley 906 del 2004, contempla los derechos de las víctimas en el 
proceso penal, entre los cuales se encuentra el derecho a ser oídas (literal d), de 
modo que: 
 
“Si bien la víctima no cuenta con un poder de veto de los preacuerdos celebrado 
entre la Fiscalía y el imputado, debe ser oída (Art. 11.d) por el Fiscal y por el juez 
que controla la legalidad del acuerdo. Ello con el propósito de lograr una mejor 
aproximación a los hechos, a sus circunstancias y a la magnitud del agravio, que 
permita incorporar en el acuerdo, en cuanto sea posible, el interés manifestado 
por la víctima”99 
 
Así mismo, la mencionada Ley, a través de su articulado y en aras de desarrollar los 
derechos de las víctimas, consagra otras maneras de intervención de las mismas en 
relación con los preacuerdos, las cuales son:  
 
✔ Acudir a una doble instancia en caso de que desee impugnar la sentencia 
proferida con base en el preacuerdo (art. 20 y art. 176) 
✔ Aceptar las reparaciones resultantes de los preacuerdos entre el fiscal y el 
imputado acusado (art.351. inciso 6°) 
✔ Acudir a las vías judiciales que considere pertinentes en caso de rehusarlos 
(art.351. inciso 6°) 
 
Del mismo modo, al entender de la Corte Constitucional100 “la víctima también podrá 
intervenir en la celebración de acuerdos y preacuerdos entre la Fiscalía y el imputado 
o acusado, para lo cual deberá ser oída e informada de su celebración por el fiscal, 
y oída por el juez encargado de aprobar el acuerdo.” 
  
 






En el presente capitulo expone el control judicial, al cual están sometidos los 
preacuerdos, siendo un punto esencial para poder identificar, si dicha clase de 
justicia negocial se inclina hacia un principio dispositivo, o si por lo contrario, da 
primacía a los principios de legalidad y de búsqueda de la verdad material. Por 
consiguiente, en aras de realizar dicha identificación, inicialmente se aborda, lo 
relacionado con el principio de legalidad dentro de la justicia premial; seguidamente, 
mediante la recopilación de los precedentes judiciales emitidos por la Sala Penal de 
Casación de la Corte Suprema de Justicia, se colocará de presente las tres posturas 
que han planteado respecto a la clase de control que debe ejercer el juez sobre los 
preacuerdos, resaltando la postura dominante de la Sala. 
 
Finalmente, y como consecuencia del análisis sobre el control realizado a dicho 
modelo de justicia premial, se traerá a colación el principio de la realidad como forma 
de materialización del principio de legalidad y la estricta tipicidad. 
 
3.1.  LÍNEA JURISPRUDENCIAL CONTROL MATERIAL O CONTROL 
FORMAL 
 
El desarrollo jurisprudencial por parte de la Sala de Casación Penal de la Corte 
Suprema de Justicia, respecto al control material de los preacuerdos, identifica un 
panorama nada claro, en relación a los criterios aplicables a los mismos; empero, 
dicho desarrollo jurisprudencial nos coloca de presente posturas: Control formal, 
control material, y control material excepcional. Pese a la insistencia de la Corte 
respecto a esas posturas, tras el análisis de la jurisprudencia, se podría concluir que 
sólo se hablaría de dos posturas: Control formal, y control material. Lo anterior 
debido a que el establecido como el tercero por la corte, y el cual impera 
actualmente “el control material excepcional”, se trata en su esencia, del mismo 
control formal, toda vez que éste considera que el acuerdo celebrado entre la fiscalía 
y el procesado, en aras de un fallo anticipado no sólo es vinculante para la fiscalía 
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y el procesado, sino que también lo es para el juez; en ese orden de ideas, el juez 
deberá dictar la respectiva sentencia de conformidad, con lo establecido por las 
partes; claro está, lo anterior siempre y cuando el acto no se encuentre nulo por 
vicios de consentimiento, o por el desconocimiento de garantías fundamentales. tras 
que, pese a La primera, desarrollada -entre otras- por las siguientes providencias: 
CSJ AP, 15 de julio de 2008, definición de competencias 29994; CSJ SP, 19 de 
junio de 2013, casación 37951; CSJ AP, 14 de agosto de 2013, segunda instancia 
41375 y CSJ AP, 16 de octubre de 2013, segunda instancia 39886; las cuales 
estipulan: 
 
Respecto a la primera providencia, 
 
[…] “La confección del escrito de acusación es un acto de parte, de la Fiscalía 
General de la Nación, que, como se ve, está reglado, entre otros, por los artículos 
336 y 337 de la Ley 906 de 2004, acto que, por su naturaleza, aunque reglado, 
no tiene control judicial, tal como sucede en otros procesos adversariales; “En el 
proceso penal colombiano no se previó que la acusación tuviera controles, 
distintos a los que se plantean en la audiencia de formulación de la acusación, 
que como se dijo, están dirigidos al saneamiento del juicio –solo a la verificación 
de la existencia de unos contenidos-, pero de ninguna manera a discutir la 
validez o el alcance de la acusación en lo sustancial, o sus aspectos de 
fondo” […] “ Permitir que el juez intervenga en la definición del nomen iuris de la 
acusación, sería autorizar que el juez no solo interfiera en el ejercicio de la acción 
penal que como sujeto soberano ostenta la Fiscalía General de la Nación, lo cual 
desdibujaría en manera grave la imparcialidad del juez; sino que además 
equivaldría a señalar que el juez dirige la actividad de la fiscalía porque le marca 
el derrotero que debe seguir en el juicio; lo cual daría al traste con la principal 
característica del principio acusatorio propio de la reforma que nuestro país 
ha querido implementar, como es la diferenciación de funciones entre la fiscalía 
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(función requirente), y el juez (función jurisdiccional), en el proceso penal”101 
(resaltado y negrillas propias) 
 
Es de resaltar que, la anterior posición fue reiterada por la segunda providencia, en 
la cual la Corte manifestó: 
 
“En este contexto, el juicio y la sentencia deben circunscribirse a los lineamientos 
fácticos y jurídicos precisados en ese acto complejo acusatorio. Por tanto, los 
hechos y los delitos fijados por la fiscalía vinculan al juzgador y la única 
posibilidad de controversia permitida a las partes e intervinientes es la concedida 
en el artículo 339, exclusivamente para que formulen observaciones sobre el 
cumplimiento de las exigencias del artículo 337”102 (resaltado y negrillas propias) 
 
Así mismo en la decisión de Segunda Instancia de 14 de agosto de 2013 (radicación 
41375), La sala Penal de la Corte Suprema de Justicia se permitió exponer: 
 
“En estas condiciones, ha de entenderse que el control material de la acusación, 
bien sea por el trámite ordinario o por la terminación anticipada de la 
actuación, es incompatible con el papel imparcial que ha de fungir el juez en 
un modelo acusatorio; Aun cuando existen disposiciones de la Ley 906 de 2004, 
que consagran su función a la consecución de la justicia y la verdad como normas 
rectoras, estos principios operan dentro de la mecánica del sistema y no dan aval 
para adjuntarle postulados ajenos a su naturaleza intrínseca; Así, el horizonte al que 
ha de estar dirigida la hermenéutica de esa codificación debe ser la de articular un 
método que no genere incompatibilidades conceptuales a la hora de su aplicación, 
a partir de una fundamentación integral y con perspectiva sistemática”103 (Subrayas 
y negrillas propias) 
 
101 CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, Sala de casación penal. Auto radicado 29994 (15 de julio de 
2008).  
102 CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, Sala de casación penal. Auto radicado 28294 (5 de octubre 
de 2007) 





Y en lo que respecta providencia de Segunda Instancia de fecha de 16 de octubre 
de 2013 -radicación 39886-, esta manifestó: 
 
“Con dicha licencia para invalidar las formulaciones de imputación libremente 
aceptadas por el procesado, se desvertebra la sistematicidad del proceso 
adversarial, en tanto se coloca al juez en la condición de coacusador ya que se 
le autoriza a que exprese, con carácter vinculante, su propia teoría del caso, 
invadiendo la órbita requirente que le está asignada con exclusividad al fiscal; y, 
de paso, se produce una consecuencia altamente nociva para la operatividad del 
esquema, pues se altera el flujo de casos que se espera se tramiten por la vía 
del proceso abreviado, sin dejar de mencionar las enormes dificultades en que 
queda la fiscalía en materia de demostración de una teoría del caso que no es la 
suya, sino la del juez que decretó la nulidad” […] “Por tanto, si se permite al juez 
imponer su particular lectura de los hechos –su propia teoría del caso-, mediante 
la cual obliga al fiscal a imputarle al indiciado un fragmento del acontecer delictual 
distinto del que el fiscal considera hasta ese momento probado y por el que debe 
responder, se desestructura la sistemática adversarial, dado que el juez no tiene 
iniciativa probatoria con la cual pudiera, como en el sistema inquisitivo o incluso 
mixto, probarla; Pero además, compromete el programa metodológico, y por 
sobre todo, la iniciativa y responsabilidad de la fiscalía en el quehacer propio de 
un sistema con tendencia acusatoria, pues desborda sus posibilidades, 
usurpando el papel del fiscal, funcionario llamado a organizar el trabajo 
probatorio, argumentativo y a quien constitucionalmente se le ha asignado el 
ejercicio de la acción penal”104 
 
Es decir, que respecto a la primera postura desarrollada por la jurisprudencia de la 
Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de justicia, ésta se trata de una que 
rechaza de lleno cualquier posibilidad de un control material -entendido éste como 
 




la modificación o readecuación a los preacuerdos-, fundamentándose, primero, en 
que la acusación es un acto de parte; segundo, que por ser la acusación un arte de 
parte, ésta repela dicha clase de control; tercero, que dicho control material es 
incompatible con la imparcialidad en la cual el juez se debe teñir en el sistema penal 
acusatorio colombiano. 
 
Respecto a la segunda postura, ésta tiene su apoyo en las providencias tanto de la 
Corte Constitucional – Sentencias C-1195 de 2005 y C-1260 de 2005- , como de la 
Corte Suprema de Justicia en su Sala de Casación Penal -CSJ SP, 12 de 
septiembre de 2007, casación 27759 y la sentencia CSJ SP, 8 de julio de 2009, 
casación 31280; entre otras. 
 
Dicha postura tiene como característica que admite, a diferencia de la primera, la 
posibilidad de un control material, permitiendo una libertad de intromisión en lo que 
respecta en el contenido jurídico de la acusación y los acuerdos en temas como 
tipicidad, legalidad y el debido proceso. Lo anterior en aras de la búsqueda de la 
verdadera realización de los fines de la justicia, garantías de los sujetos procesales 
dentro de un marco del sistema penal acusatorio, y por supuesto, la protección de 
la legalidad mínima. 
 
Ahora, en relación a la tercera postura, resaltar que, si bien acepta la posibilidad de 
un control material respecto de la acusación y los acuerdos, éste a contrario del 
anterior, es restringido. Respecto a dicha postura, la Corte Suprema de Justicia, en 
su Sala de Casación Penal, manifestó:  
 
“En esas condiciones, la adecuación típica que la fiscalía haga de los hechos 
investigados es de su fuero y, por regla general, no puede ser censurada ni 
por el juez ni por las partes; Lo anterior igual se aplica en temas como la admisión 
de cargos y los preacuerdos logrados entre la fiscalía y el acusado, que, 
como lo ha dicho la jurisprudencia, son vinculantes para las partes y el juez, 
a quien se le impone la carga de proferir sentencia conforme lo acordado o 
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admitido, siempre y cuando no surja manifiesta lesión a garantías 
fundamentales”105 (Subrayas y negrillas propias) 
 
[…] “La Corte igual ha decantado que el nomen iuris de la imputación compete 
a la fiscalía, respecto del cual no existe control alguno, salvo la posibilidad 
de formular las observaciones aludidas, de tal forma que de ninguna manera se 
puede discutir la validez o el alcance de la acusación en lo sustancial o sus 
aspectos de fondo. La tipificación de la conducta es una atribución de la fiscalía 
que no tiene control judicial, ni oficioso ni rogado” […] “la ley y la jurisprudencia 
han decantado igualmente que, a modo de única excepción, al juez, bien 
oficiosamente, bien a solicitud de parte, le es permitido adentrarse en el 
estudio de aspectos sustanciales, materiales, de la acusación, que incluyen 
la tipificación del comportamiento, cuando se trata de violaciones a 
derechos fundamentales; Es claro que esa permisión excepcional parte del 
deber judicial de ejercer un control constitucional que ampare las garantías 
fundamentales”106 (Subrayas y negrillas propias) 
 
Así mismo, en providencia de primero de octubre de 2014, AP6049-2014. Segunda 
Instancia 42452, citando a su vez la providencia SP9853 16 de julio 2014. 
Radicación 40871, la Corte reiteró el pronunciamiento anterior respecto la tercera 
postura, manifestando, 
 
“Con base en la jurisprudencia citada, se debe concluir que por regla general el 
juez no puede hacer control material a la acusación del fiscal en los procesos 
tramitados al amparo de la Ley 906 de 2004, pero, excepcionalmente debe 
hacerlo frente a actuaciones que de manera grosera y arbitraria 
 
105 CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, Sala de casación penal. Auto radicado 27218 (16 de mayo de 
2007)  




comprometan las garantías fundamentales de las partes o intervinientes”107 
(Subrayas y negrillas propias) 
 
Continuando con las providencias que dan sustento a la tercera postura, en 
sentencia del 15 de octubre de 2014, La Corte confirmó ya lo manifestado por la 
anterior jurisprudencia, es decir, resaltó lo correspondiente a la excepción de la regla 
general en los siguientes términos, 
 
[…] “El juez de conocimiento está obligado a aceptar el acuerdo presentado 
por la fiscalía, salvo que ésta desconozca o quebrante las garantías 
fundamentales […]  Acerca de esta última circunstancia, para la Sala es claro 
que las garantías fundamentales a las cuales se refiere la norma para permitir la 
injerencia del juez, no pueden examinarse a la luz del criterio subjetivo o 
arbitrario del mismo y deben remitirse exclusivamente a hechos puntuales 
que demuestren violaciones objetivas y palpables necesitadas del remedio 
de la improbación para restañar el daño causado o evitar sus efectos 
deletéreos” […]108 (Subrayas y negrillas propias) 
 
Resaltar que, además de reiterar lo relacionado con la excepción a la regla general 
planteada en las anteriores providencias, LA Corte en el presente pronunciamiento, 
puntualizó respecto a la necesidad de que dicha intervención excepcional del Juez 
debe obedecer a verdaderas violaciones objetivas y palpables, que evidencien sin 
duda alguna que se está afectando garantías constitucionales. Continúo la Corte 
respecto al asunto manifestando que, 
 
[…] “En este sentido, a título apenas ejemplificativo, la intervención del juez, 
que opera excepcionalísima, debe recabarse, se justifica en los casos en que 
se verifique algún vicio en el consentimiento o afectación del derecho de 
 
107 CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, Sala de casación penal. Auto radicado SP9853 (16 de julio de 
2014) 
108 CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, Sala de casación penal. Sentencia CSJ SP13939-2014 (15 de 
octubre de 2014) 
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defensa, o cuando el fiscal pasa por alto los límites reseñados en los puntos 
anteriores o los consignados en la ley –como en los casos en que se 
otorgan dos beneficios incompatibles o se accede a una rebaja superior a 
la permitida, o no se cumplen las exigencias punitivas para acceder a algún 
subrogado-; De ninguna manera, es imperativo destacarlo, la evaluación de 
aprobación o improbación del preacuerdo puede pasar por auscultar que todas 
las partes e intervinientes se sientan satisfechos con el mismo, ni a partir de 
verificaciones eminentemente subjetivas acerca del valor justicia y su 
materialización en el caso concreto, pues, sobra referir, precisamente la razón de 
ser del preacuerdo estriba en las renuncias mutuas de quienes lo signan e 
indispensablemente ello representa sacrificios más o menos tolerables del valor 
justicia, pero también de los principios de contradicción, doble instancia y el 
derecho de defensa, conforme lo establecido en el literal k) del artículo 8° de la 
Ley 906 de 2004”109 (Subrayas y negrillas propias) 
 
Una vez más la Corte reiteró la línea que se venía planteando en providencia 
fechada de 05 de octubre de 2016, en la cual puntualizó que, 
 
[…] “la función acusadora corresponde de manera exclusiva y excluyente a la 
fiscalía, al igual que la facultad negociadora, y que el juzgador no puede 
inmiscuirse en su configuración material ni jurídica, siendo esta la regla, la 
que solo puede quebrantarse, por vía excepcional, cuando el acto 
desconoce flagrantemente una garantía fundamental, único caso en el cual 
le es permitido direccionar sus términos”110 (Subrayas y negrillas propias) 
 
Finalmente, dicha línea en la que se fundamenta la tercera postura, fue reiterada 
por la Corte en providencia SP3723-2018 Radicación: 51551 de 05 de septiembre 
de 2018, en la cual, citando decisión de la CSJ SP de 14 jun de 2017., Rad. 47630, 
 
109 Ibid  
110 CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, Sala de casación penal. Sentencia SP14191-2016 (05 de 
octubre de 2016)  
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que a su vez cita la decisión CSJ, AP del 16 de octubre de 2013 rad. 39.886, 
manifiesta lo siguiente, 
 
“De conformidad con el criterio reiterado de la jurisprudencia, el juez no 
puede ejercer un control material sobre la acusación, puesto que la 
calificación del hecho punible es un asunto que es del resorte exclusivo del ente 
persecutor; Esta regla irradia de la misma forma los preacuerdos por ser 
equivalentes a la acusación111; La única forma en la que el juez puede entrar 
a modificar la adecuación jurídica de la conducta, es porque advierta la 
violación de garantías fundamentales, por ejemplo, cuando la conducta 
atribuida al procesado deviene atípica o carece de antijuridicidad en sentido 
material, eventualidades conculcadoras del debido proceso en su componente 
de legalidad112, por imposibilidad de adecuar los hechos a un tipo de injusto113, 
o cuando se verifique un apartamiento absurdo entre lo fáctico y lo jurídico” 
(Subrayas y negrillas propias) 
 
3.2. PRINCIPIO DE LA REALIDAD COMO FUNDAMENTO DEL CONTROL 
JUDICIAL. 
 
“las cosas son tal y como son y no tal y como las partes aseguran que son”114 Lo 
anterior, es el significado correspondiente al principio jurídico de la primacía de la 
realidad, del cual estaremos hablando al referirnos a lo que respecta al nomen iuris. 
Respecto a dicho principio, resaltar que es de gran relevancia en lo concerniente a 
materia de negocios jurídicos. Con el entendido de que “los contratos son lo que 
son y no lo que las partes dicen que son” se estaría apelando a una desvinculación 
 
111 Así se indicó CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, Sala de casación penal. Radicado 47630 (14 jun 
de 2017), que a su vez cita la decisión CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, Sala de casación penal. 
Radicado 39886 (16 de octubre de 2013).  
112 Por ejemplo, CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, Sala de casación penal. Radicado 31531 (8 de 
julio de 2009) y CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, Sala de casación penal. 39160 (14 de agosto de 
2012)  
113 Radicado 47630, 2017.Op. cit. 
114 TORRES MALDONADO, Marcos. La irrelevancia del nomen iuris en la práctica contractual, Lima: 
Universidad Nacional Mayor de San Marcos, 2016. p.3 
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del juez con el nomen iuris que las parten hacen en sus respectivos contratos; así 
mismo se tendría que la calificación de los contratos no dependerá de las 
denominaciones que los contratantes le hubieran dado; es decir, en el caso 
hipotético en el que los contratantes por error hubieran empleado una denominación 
que no resultara acorde con el objeto verdadero del negocio jurídico, lo anterior no 
representaría impedimento alguno, para que bajo una interpretación de la común 
intención de las partes, se entienda que lo hacían para un acto diferente.  
 
Ahora bien, aterrizando el principio de la primacía de la realidad a los preacuerdos 
que celebren la fiscalía y la defensa del imputado o acusado, éste resalta que debe 
primar la verdad de los hechos (imputación fáctica) sobre la apariencia de los 
preacuerdos (denominación jurídica); es decir, que lo relevante son los hechos, las 
circunstancias y la finalidad de las partes y no el nomen iuris (imputación jurídica) 
que utilizan las partes en pro de sus finalidades. Es por el principio de la primacía 
de la realidad que, las denominaciones jurídicas de las partes no cuentan frente al 
nomen iuris; pues es el juez quien debe, atendiendo dicho principio, adecuar el 
nomen iuiris, claro está, sin afectar las finalidades de las partes, estas son, por parte 
de la fiscalía, la economía procesal y por parte del procesado, rebaja punitiva. 
 
3.3. LA INMUTABILIDAD FÁCTICA COMO PUNTO DE PARTIDA 
 
Desconocer la realidad (imputación fáctica) vulnera la legalidad y la estricta 
tipicidad. Hay que resaltar que, en los preacuerdos, lo que concierne a la 
declaración de la responsabilidad por el delito realmente cometido (apelando a la 
verdad de los hechos) conlleva a materializar el respeto por la descripción legal de 
la conducta en los tipos penales, y además, la correcta adecuación en la parte 
sustantiva de la acción u omisión óntica; únicamente de dicha manera, según lo 
establecido por la Corte Constitucional en la sentencia C-1260 de 2005, la 
calificación que se le otorgue a los hechos por parte de la fiscalía en los 
preacuerdos, es legalmente permitida y admitida. Ahora, es menester resaltar que 
la declaración de responsabilidad por el delito que se acuerde, es violatorio a la 
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garantía de la tipicidad y concretamente del tipo penal, toda vez que se permitiría 
declarar cómplice a quien es autor por un delito culposo a sabiendas que su obrar 
es doloso, entre otros casos. 
 
Ahora bien, la sentencia en referencia respecto a la competencia de la fiscalía en lo 
que corresponde a la adecuación jurídica de la conducta, precisó que, en lo que 
respecta a los negocios jurídicos establecidos en el artículo 350 del estatuto 
procesal penal, la única potestad que tiene es adecuar la conducta conforme a la 
tipicidad que estrictamente le corresponde: 
 
[…] “En conclusión, la Corte declarará la exequibilidad del numeral 2, del artículo 
350 de la Ley 906 de 2004, que dispone que Tipifique la conducta de su alegación 
conclusiva, de una forma específica con miras a disminuir la pena, en el 
entendido que el fiscal no puede en ejercicio de esta facultad crear tipos penales; 
y que en todo caso, a los hechos invocados en su alegación conclusiva no les 
puede dar sino la calificación jurídica que corresponda conforme a la ley penal 
preexistente”115 
 
Claramente se evidencia que se le impone un deber a la fiscalía, el cual consisten 
en imputar el delito conforme a la tipicidad que corresponde a la conducta. No está 
de más resaltar que en lo referente a la sentencia, ésta debe resolver la petición del 
titular de la acción penal para decidir si existe o no responsabilidad penal conforme 
a derecho corresponda por determinado delito; el cometido y no otro diferente. 
 
Se debe resaltar que la realidad jurídica no puede ser desconocida por una tipicidad 
convenida en los preacuerdos, pues ésta debe corresponder a la estricta tipicidad 
de los hechos. Únicamente lo correspondiente a los subrogados y la pena pueden 
ser objeto de negociación en los preacuerdos. Importante es también mencionar 
que, lo anterior no afecta la justicia premial que se buscan con los preacuerdos, 
 
115 Sentencia C-1260, 2005. Op. cit. 
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pues quien se acoja a los preacuerdos recibe el respectivo descuento punitivo pero, 






CAPÍTULO CUARTO  
 
4.1.  PROPUESTA: ¿EL CONTROL JUDICIAL DE LA INSTITUCIÓN 
PROCESAL DE LOS PREACUERDOS CUMPLE CON LOS FINES DE UN 
PROCESO PENAL ENMARCADO EN UN ESTADO SOCIAL Y DEMOCRÁTICO 
DE DERECHO? 
 
La Corte Constitucional mediante sentencia del 30 de junio de 2005116, se permitió 
presentar un resumen correspondiente a las características del nuevo sistema penal 
acusatorio colombiano el cual tiene su génesis en el acto legislativo 03 de 2002. Es 
así que, con base a dicha providencia se pueden resaltar dos aspectos -entre 
muchos otros- relevantes respecto al sistema penal acusatorio colombiano. El 
primero, entre muchas, unas de las novedades trascendentales que trajo consigo el 
acto legislativo 03 de 2002, fue la correspondiente a la creación de ciertos 
mecanismos de discrecionalidad de la pretensión punitiva por parte del ente 
acusador, a saber, el principio de oportunidad y los preacuerdos. Y el segundo, 
que la Corte da el reconocimiento de la disponibilidad con que cuenta la fiscalía 
general de la nación respecto a dicha pretensión punitiva. 
 
En lo concerniente a la figura procesal de los preacuerdos, ésta se encuentra 
regulada en la Ley 906 de 2004,117 como un instituto procesal que permite al ente 
acusador renunciar en algunos de sus elementos o efectos de la persecución penal, 
ello como consecuencia de la celebración de alguna negociación con el objetivo de 
que el sujeto pasivo de la pretensión penal renuncie a ciertos derechos; a diferencia 




116 CORTE CONSTITUCIONAL DE COLOMBIA. Sentencia C-873 (30 de septiembre de 2003). [M.P. 
José Cepeda Espinosa]. Reiterado por la misma Corte en Sentencia C-591 (9 de junio de 2005) [M.P. 
Dra. Clara Inés Vargas Hernández] 
117 Ley 906, 2004. Op. cit. Concretamente en los artículos 348 al 354. 
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Es menester resaltar que, tratándose de los preacuerdos, la jurisprudencia ha 
establecido que estos deben estar sujetos por parte del juez de conocimiento, a un 
control material excepcional, en el cual él aprobará el preacuerdo y dictará la 
respectiva sentencia siempre y cuando el acto no se encuentre nulo por vicios de 
consentimiento, o por el desconocimiento de garantías fundamentales.  
 
Es así que, en el sistema penal colombiano que se encuentra estructurado en el 
Derecho penal premial o justicia premial, los preacuerdos quedaron establecidos en 
la Ley 906 de 2004, como un instituto procesal que, en atención a las atribuciones 
concedidas por la misma ley a la fiscalía, y en virtud de la economía, la celeridad y 
la oportunidad procesal, pueda ésta prescindir de renunciar a ciertos elementos o 
efectos de la acción penal para así no dirigir el aparato estatal hacia un desgaste 
procesal en aras de un castigo que se materializaría tras el agotamiento de todas 
las etapas procesales y en cambio, optar por la aplicación del derecho premial a 
través de la realización de preacuerdos en aras obtener una solución racional y 
ponderada del fenómeno jurídico pero, sin necesidad de un desgaste procesal. 
 
Relevante es resaltar que, dicha figura procesal ha alimentado gran parte de los 
precedentes de la Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia, en los 
cuales se han establecido desde restricciones, hasta el tipo de control que debe 
imperar en la misma. Lo anterior trayendo como consecuencia una atención distinta 
de dicha figura procesal en la realidad jurídica nacional a la que se esperaba al 
momento de adoptarla; así mismo, una aplicación y regulación de la misma contraria 
a la que le ha dado el derecho comparado, como es el caso del sistema penal 
estadounidense. 
 
Lo anterior, da muestra de un sistema penal y de una comunidad académica, en 
donde aún ronda el fantasma de una concepción inquisitiva cuando de persecución 
penal se trata, hasta el punto de minar dicha discrecionalidad de la acción penal. 
Así mismo, de un fuerte arraigo de la cultura retributiva o de un temor infundado de 
incurrir en la impunidad en los delitos, o como lo menciona el doctor Alfonso Daza 
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Gónzales […] “de una comprensión insuficiente y parca del proceso penal que 
desconoce la necesidad de dirigir su actividad al cumplimiento de unos fines 
ineludibles de estirpe constitucional”118 
 
Sin lugar a dudas la gran mayoría de académicos y abogados (e incluso estudiantes 
del derecho) estarán de acuerdo en que los preacuerdos son una herramienta que 
sirve de optimización al aparato de justicia; así mismo, hay quienes manifiesten que 
la implementación de dicha figura procesal posiblemente contribuya en su 
aplicación a la corrupción o arbitrariedad del aparato judicial, o también, a que la 
impunidad opere, pues la fiscalía en su aplicación y atendiendo a razones 
netamente políticas podría incurrir en violaciones al principio de la primacía de la 
realidad o desatender la inmutabilidad fáctica como punta de partida en los 
preacuerdos celebrados con el procesado. 
 
Es por lo anterior, que en el presente capítulo se esclarecerá si la figura procesal de 
los preacuerdos corresponde con los fines del proceso penal en un Estado Social y 
Democrático de Derecho como lo es Colombia, a saber, (i). la decisión sobre la 
punibilidad del imputado, ii). La protección de los derechos del procesado; iii). La 
protección de los derechos de las víctimas; y iv). La solución del conflicto social que 
genera el delito.119 
 
Es menester resaltar que, lo que corresponde al primer fin del proceso penal, 
supone un objetivo del proceso penal desde los cimientos de un Estado de derecho, 
puesto que, ante actos humanos que la ley penal vigente considere como una 
conducta punible, el Estado como un ente abstracto, institucionalizado y el cual 
cuenta con el poder suficiente120 materializado en su facultad de castigar ( ius 
puniendi), debe , tras la puesta en marcha de sus estructuras jurisdiccionales para 
 
118 DAZA GONZÁLEZ, Alfonso. La discrecionalidad en el ejercicio de la acción penal Frente a los 
fines del proceso penal en el Estado Social y Democrático de Derecho. Bogotá: Universidad Libre 
de Colombia, 2011. ISBN: 9789588534640. p. 23 
119 Ibid. p. 25 
120 Ibid. p. 87 
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la persecución, y con un procedimiento reglado, indagar respecto a si se está frente 
a los elementos materiales de la conducta punible, y si es así, y de comprobar más 
allá de toda duda razonable que el procesado es penalmente responsable, deberá 
imponerle un castigo por transgredir la normativa penal imperante. Por consiguiente, 
enfrentar desde un aspecto teórico, lo que respecta a la discrecionalidad de la 
pretensión punitiva – los preacuerdos- con dicho fin, tiene por objetivo concluir si los 
preacuerdos sirven para obtener una solución respecto a la decisión final de 
punibilidad del procesado. 
 
Así mismo, el segundo y tercer fin del proceso penal referenciado anteriormente, es 
un objetivo en un Estado de derecho , toda vez que, en él, se debe respetar y 
garantizar las garantías judiciales y el respeto a la dignidad humana y de los 
derechos fundamentales tanto del procesado como sujeto pasivo de la pretensión 
penal, como de la víctima sujeto pasivo del injusto; lo anterior, como forma de limitar 
el ius puniendi del Estado y la efectiva materialización de los derechos de las 
víctimas, pues tratándose del procesado, ninguna obtención respecto a su 
responsabilidad penal puede lograrse a cualquier precio, y respecto a la víctima, sus 
derechos se deben garantizar. Así las cosas, se determinará si la aplicación de los 
preacuerdos cumple con el fin de proteger los derechos del procesado y de las 
víctimas. 
 
Ya en lo que respecta al último fin del proceso penal, a saber, - la solución del 
conflicto social que genera el delito-, implica en manera general, un acercamiento 
entre el agresor y la víctima121, y más específicamente, la mitigación de todos 
aquellos efectos dañinos que el delito pudo ocasionar a la sociedad junto con la 
eliminación de su génesis122. Es importante resaltar que ,a la fiscalía general de la 
nación se le otorgó la función de ejecutar la política criminal, por lo que se le 
proporciono de instrumentos y mecanismos ideales que le permiten dar aplicación 
de lo dispuesto en la ley en aras del cumplimiento de las finalidades de la política 
 




criminal; pues de no proporcionársele dichos instrumentos y mecanismos se le 
estaría otorgando al ente acusador una gran responsabilidad sin proporcionarle los 
medios adecuados para soportarla; es así que, la figura procesal de los 
preacuerdos, viene siendo una herramienta más para la fiscalía en aras del 
cumplimiento de la política criminal. 
 
Es por lo anterior que, se demostrará si la aplicación de la figura procesal de los 
preacuerdos cumple con el fin de solucionar el conflicto social que genera la 
conducta punible, es decir, si es una herramienta eficaz de política criminal 
encaminada a la armonización del interés público.  
 
No obstante, resulta pertinente realizar la aclaración que el Doctor Alfonso Daza 
Gonzáles realiza en la obra previamente citada a lo largo del presente capítulo, que, 
entre otras, es la principal guía en aras de lograr materializar la presente propuesta. 
Dicha aclaración es, a saber, que tratándose de los anteriores fines del proceso 
penal propios de un Estado Social y democrático de Derecho, como lo es el 
Colombiano123 su cumplimiento, por lo general no se concreta de una manera 
armónica, toda vez que la materialización efectiva de alguno de ellos presupone de 
entrada la vulneración o la disminución de alguno de ellos; y que aspirar al 
cumplimiento a cabalidad de esos cuatro fines del proceso penal exige de cada 
funcionario interviniente y encargado de impulsar el proceso penal mantener un 
punto medio entre dos extremos: el garantismo y la eficiencia.  
 
El primero entendido como la materialización de las garantías y derechos 
fundamentales de los sujetos quienes fungen como partes en el proceso penal; la 
segunda, como el pronunciamiento respecto de la responsabilidad penal del 
 
123 Constitución Política de Colombia, 1991. Op. Cit. art 1. Colombia es un Estado social de derecho, 
organizado en forma de República unitaria, descentralizada, con autonomía de sus entidades 
territoriales, democrática, participativa y pluralista, fundada en el respeto de la dignidad humana, en 
el trabajo y la solidaridad de las personas que la integran y en la prevalencia del interés general. 
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procesado, y la solución del conflicto social que tuvo su génesis en la conducta 
punible, esto con celeridad y economía de recursos.124 
 
4.2. LA DISPONIBILIDAD DE LA PRETENSIÓN PUNITIVA Y LA 
DISCRECIONALIDAD EN SU EJERCICIO POR PARTE DE LA FISCALÍA 
GENERAL DE LA NACIÓN. 
 
La Corte Constitucional mediante sentencia del 30 de junio de 2005 se permitió 
presentar un resumen correspondiente a las características del nuevo sistema penal 
acusatorio colombiano, manifestando, 
 
“El poder de disposición del proceso también fue modificado en cuanto a su 
alcance por el constituyente derivado de 2002, ya que se consagró a nivel 
constitucional el principio de oportunidad.”125 Así mismo, en otra providencia 
respecto al principio de oportunidad126, afirmó la Corte, “la Constitución autoriza 
al titular de la acción penal para disponer de ella cuando se cumplan 
determinados requisitos establecidos en la ley”127 
 
Con el anterior pronunciamiento, la Corte Constitucional colocó de presente la 
disponibilidad de la pretensión punitiva por parte de las autoridades de persecución 
penal; así mismo, en otra oportunidad, pero esta vez haciendo alusión no al principio 
de oportunidad, sino a los preacuerdos y mecanismos de negociación; aludió que, 
estos están fundados, “en el consenso y en la disposición sobre algunos aspectos 
de la imputación, de sus consecuencias, y de las etapas del procedimiento”128 
 
 
124 DAZA GONZÁLEZ, Alfonso. 2011. Op. Cit. p. 25 
125 Sentencia C-873, 2003. Op. cit. Reiterado por la misma Corte en sentencia C-591, 2005. Op. cit. 
126 Para más información respecto a la discrecionalidad en el ejercicio de la acción penal: principio 
de oportunidad; ver DAZA GONZÁLEZ, Alfonso. 2011. Op. Cit. 
127 CORTE CONSTITUCIONAL DE COLOMBIA. Sentencia C-673 (30 de junio de 2005) [M.P. Dra. 
Clara Inés Vargas Hernández] 
128 Sentencia C-516, 2007. Op. cit. 
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Por lo anterior, resaltar tres cosas relevantes respecto al sistema penal acusatorio 
colombiano. La primera, que muchas de las novedades trascendentales que trajo 
consigo el acto legislativo 03 de 2002 y la Ley 906 de 2004, fue la correspondiente 
-entre otras- a la creación de ciertos mecanismos de disponibilidad de la pretensión 
punitiva y de discrecionalidad en el ejercicio de las funciones por parte del ente 
acusador, a saber, el principio de oportunidad y los preacuerdos. La segunda, que 
la Corte da el reconocimiento de la disponibilidad con que cuenta el ente acusador 
respecto a la pretensión penal.  
 
Y La tercera, que dicha disponibilidad de la pretensión penal es total en cuando al 
principio de oportunidad, y de manera parcial en materia de preacuerdos, toda vez 
que, en éstos la fiscalía no renuncia plenamente a la persecución penal, sino que lo 
hace de alguno de sus elementos o efectos, ello como consecuencia de la 
celebración de alguna negociación con el objetivo de que el sujeto pasivo de la 
pretensión penal renuncie a ciertos derechos. 
 
Resaltar que, tanto el principio de oportunidad y los preacuerdos como mecanismos 
de disponibilidad de la pretensión punitiva y de la discrecionalidad en el ejercicio de 
las funciones por parte del ente acusador, es manifestación de un rechazo -
parcialmente- a un sistema de persecución penal bajo el principio inquisitivo; 
apelando al principio dispositivo o llamado en el campo penal, principio acusatorio. 
En el principio dispositivo o acusatorio, las partes dentro del proceso tiene mayor 
dominio respecto a las pretensiones y sobre los elementos que los rodean, tanto así 
que los mecanismos de solución por autocomposición, tales como el desistimiento, 
la transacción y el allanamiento, operan por regla general, toda vez que los derechos 
los cuales se debaten en el proceso son disponibles o renunciables; lo anterior en 
virtud de la autonomía de la voluntad.  
 
Ahora bien, en materia penal, no podemos aludir a la autonomía de la voluntad, 
pues tratándose de la pretensión penal cuyo manejo la constitución política se la ha 
otorgado como monopolio a la fiscalía general de la nación, aludimos es a la llamada 
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discrecionalidad frente a la política criminal; y forma de materializarla es la toma de 
decisiones discrecionales. 
 
Volviendo a lo que respecta al desistimiento, transacción y allanamiento, si bien en 
materia penal no se consagran los anteriores mecanismos de solución de 
autocomposición, sí se estipulan unos paralelos a ellos, como lo son el principio de 
oportunidad, los preacuerdos y el allanamiento del procesado respecto a los cargos 
imputados por el ente fiscal en aras de acogerse a una sentencia anticipada con 
una rebaja punitiva.  
 
Respecto a la discrecionalidad con que cuenta el ente acusador en cuanto al 
ejercicio de la acción penal, la Ley 906 de 2004, se refiere a la misma cuando 
resalta: 
 
“Artículo 11: Derechos de las Víctimas […] f) A que se consideren sus intereses 
al adoptar una decisión discrecional sobre el ejercicio de la persecución del 
injusto” Precisamente el anterior canon y su literal f es el punto de partida que 
utiliza la Corte Constitucional en aras de resaltar cuál es el rol que desempeña 
las víctimas en la celebración de preacuerdos, reconociendo que éste se trata de 
un mecanismo en el cual la actuación de la fiscalía general de la nación es 
claramente discrecional […] Pues bien, artículo 11 que tiene el carácter de 
principio rector del ordenamiento procesal penal establece que el Estado 
garantizará el derecho de las víctimas a la administración de justicia, en los 
términos allí predeterminados. En tanto que el literal f) del mismo precepto 
destaca el derecho de las víctimas “A que se consideren sus intereses al adoptar 
una de decisión discrecional sobre ejercicio de la persecución del 
injusto”[…]129 (negrilla y subrayados propios) 
 
 
129 Sentencia C-516, 2007. Op. cit. 
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4.3. LOS PREACUERDOS COMO MANIFESTACIÓN DE LA 
DISPONIBILIDAD EN EL EJERCICIO DE LA PRETENSIÓN PUNITIVA 
RESPECTO A LA DECISIÓN DE RESPONSABILIDAD PENAL DEL 
PROCESADO. 
 
Anteriormente mencionamos que, ante actos humanos que la ley penal vigente 
considere como una conducta punible, el Estado tiene el deber atendiendo a su 
facultad del ius puniendi, de colocar en marcha su aparato judicial en aras de iniciar 
la persecución y el eventual juzgamiento de aquel sujeto que realizó una afrenta a 
las normas penales imperantes; para posteriormente y tras el cumplimiento a 
cabalidad de un procedimiento reglado, imponer un castigo al transgresor. 
 
Es por lo anterior que debemos abordar una de las problemáticas, que, si bien no 
ha sido la única, sí desde antaño ha generado gran interés y es en ora protagonista 
de numerosas investigaciones dentro del Derecho penal; dicha problemática 
corresponde a la generada por la pregunta respecto a la pena, es decir, ¿cuáles son 
los fines de la pena? Para así lograr determinar si la aplicación de la institución 
procesal de los preacuerdos logra satisfacer dichos fines. 
 
Se debe resaltar que, tratándose del ordenamiento penal colombiano, los fines de 
la pena radica en la retribución justa, la prevención general -positiva y negativa- la 
especial, la protección al condenado, así como en la resocialización del 
delincuente.130 
 
Pues bien, es oportuno manifestar que, los preacuerdos cumplen con la función 
retributiva históricamente asignada al fin de la pena, pues su aplicación se dirige al 
fin de cuentas, a obtener una condena como consecuencia del reconocimiento de 
la responsabilidad penal por parte del procesado, la cual es pactada entre la fiscalía 
 
130 CONGRESO DE LA REPÚBLICA DE COLOMBIA. Ley 599 (24 de julio de 2000). Por la cual se 
expide el Código Penal. Artículo 4. Funciones de la pena. “La pena cumplirá las funciones de 




y el mismo en el preacuerdo; sólo que ésta se concreta apelando a la economía 
procesal. 
 
Empero, en el discurso de la teoría penal, se sobrepone la idea de que la tesis 
respecto a cuál es la justificación de la imposición de la pena sólo puede ser la que 
apela a un principio de prevención; es decir, que se permiten prescindir de la 
retribución como fin que legítima la pena. 
 
Roxin manifiesta al respecto131, “La retribución, es decir, el saldo de culpabilidad, no 
constituye el fin de la pena y no puede legitimar su imposición. La imposición de una 
pena puede basarse exclusivamente en necesidad de prevención general o 
especial”132 
 
Es decir, que el castigo debe ser entendido como un medio para un fin ulterior, el 
cual radica en un propósito preventivo. No obstante, apelar a lo anterior presupone 
de entrada un problema en el cual las teorías relativas de la pena tienen 
protagonismo, y más concretamente la englobada en las teorías de la prevención, 
a saber, la prevención general desde su aspecto negativo. Las teorías de la 
prevención en cuanto a la función de la pena, sostienen que la función de la misma 
es motivar tanto al trasgresor de las normas penales como también a los 
ciudadanos, a no lesionar o en su defecto, a poner en peligro bienes jurídicos 
protegidos por la parte sustantiva del Derecho Penal. Es decir, que dicha prestación 
social que da el Derecho Penal – la protección a los bienes jurídicos- debe incidir 
directamente sobre los individuos a través de la motivación; la cual puede recaer 




131 Citado por DAZA GONZÁLEZ, Alfonso. 2011, p .90 
132 ROXIN, Claus. 2000. Op. Cit. p. 11-13.  
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Dicha aclaración respecto a, sobre quién recae dicha motivación, es relevante en el 
entendido de que es la génesis para las subteorías de la prevención general: la 
prevención general negativa; la prevención general positiva. 
 
Ahora, para concretar cuál es el problema que se genera al considerar que se puede 
prescindir de la retribución como fin que legítima la pena, se debe traer a colación 
la teoría de la prevención general negativa, la cual se caracteriza por ver la pena 
como aquel mecanismo mediante el cual se puede motivar a los ciudadanos a no 
lesionar los bienes jurídicos protegidos por el Derecho Penal. 
 
Dicha motivación a través de la intimidación se puede constatar tanto en la norma 
penal, como en la ejecución de la pena; y ésta no se puede lograr sin hacer 
referencia a la retribución; pues es la retribución la que hace posible el cumplimiento 
de la llamada prevención general negativa. 
 
Al respecto, la Corte suprema de justicia en su Sala de Casación Penal, manifestó: 
 
“la prevención general básicamente corresponde a la combinación abstracta que 
a través de los tipos penales se hace, y la prevención especial a la fase de 
ejecución de la pena. En el momento que el funcionario judicial impone la 
sanción, operan ambas, particularmente en relación con la prevención general en 
orden a demostrar que la amenaza del mal es la que la pena formulada en el 
proceso de tipificación, efectivamente se cumple”133 
 
Ahora bien, en aras de profundizar más en cada uno de los fines de la pena 
propuestos como respuesta a la pregunta que ha sido tan trascendental, y de la cual 
Claus Roxin se manifestó de la siguiente manera,134  
 
 
133 CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, Sala de Casación Penal, Sentencia Expediente 15610 (18 de 
septiembre de 2001) [M.P. Fernando Arboleda Ripoll] 
134 Citado por DAZA GONZÁLEZ, Alfonso. 2011. p. 92 
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“la pregunta acerca del sentido de la pena estatal se plantea, nueva, en todas las 
épocas; En efecto, no se trata de en primer término de un problema teórico ni por 
tanto de reflexiones como las que suelen hacer en otros campos sobre el sentido 
de esta o aquella manifestación de la vida sino de un tema de acuciante práctica: 
¿Cómo y bajo qué presupuestos puede justificarse que el grupo de hombres 
asociados en el Estado prive de libertad, a alguno de sus miembros o intervenga 
de otro modo, conformando su vida, en su existencia social?”135 
 
Es menester colocar de presente cada una de esas respuestas, la cual, la primera 
corresponde la teoría de la retribución que ya se mencionó anteriormente, y que se 
abordará en palabras de Roxin136, quien sobre dicha teoría señala: 
 
“I) La primera respuesta la da la llamada <<teoría de la retribución>>; Para ella 
el sentido de la pena estriba en que la culpabilidad del autor sea compensada 
mediante la imposición de un mal penal; La justificación de tal procedimiento no 
se desprende para esta teoría de cualesquiera fines a alcanzar con la pena, sino 
sólo de la realización de una idea: la justicia; La pena, pues, no sirve para nada, 
sino que lleva su fin en sí misma; Tiene que ser, porque tiene que imperar la 
justicia; Kant lo ha formulado del modo más expresivo: <<Incluso aunque la 
sociedad civil con todos sus miembros acordara disolverse (p. ej. El pueblo que 
vive en una isla decidiera separarse y dispersarse por todo el mundo), tendría 
que ser ejecutado antes el último asesino que se hallara en la cárcel, para que 
cada uno sufra lo que sus hechos merecen, y para que no pese la culpa de la 
sangre sobre el pueblo que no ha insistido en su castigo>>; La conocida fórmula 
dialéctica de Hegel sobre la esencia de la pena como una negación de la 
negación del Derecho – tal como ha surtido efecto históricamente- significa 
exactamente lo mismo: El delito es aniquilado, negado, expiado por el sufrimiento 
de la pena, que de ese modo restablece el Derecho lesionado; Asimismo, la 
teología cristiana de ambas confesiones sustenta predominantemente, hoy como 
 
135 ROXIN, Claus. Sentido y límites de la pena Estatal. En: Problemas básicos del Derecho penal, 
Madrid: Reus, 1991. ISBN: 9788429012439. p. 11. 
136 Citado por DAZA GONZÁLEZ, Alfonso. 2011. Op. Cit. p.92 
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ayer, este punto de vista, considerando la realización de la justicia como mandato 
de Dios, y la pena como ejecución de la función judicial divina”137 
 
Ahora, respecto a la prevención especial, señala, 
 
“II) La segunda solución, a la que se tiene que dirigir nuestra crítica, es la teoría 
de la llamada prevención especia. Esta no quiere retribuir el hecho pasado, sino 
que ve la justificación de la pena en que debe prevenir nuevos delitos del autor; 
Ello puede ocurrir de tres maneras: corrigiendo al corregible, esto es lo que hoy 
llamamos resocialización; intimidando al que por lo menos todavía es intimidable; 
y, finalmente, haciendo inofensivo mediante la pena de privación de libertad a los 
que ni son corregibles ni intimidables. Esta teoría, en su forma moderna, procede 
de la época de la ilustración; retrocedió en el siglo XIX, por las causas 
mencionadas al principio, ante la teoría de la retribución, pero hacia finales de 
aquél resurgió con fuerza gracias al penalista Franz y Liszt y su escuela, mientras 
que en Alemania volvió a retroceder a continuación frente a la teoría de la 
retribución, actualmente en el extranjero ha cobrado una gran influencia, a veces 
dominante, gracias al movimiento internacional de la <<defensa social>>”138 
 
Por último, respecto a la teoría de la prevención general manifiesta, 
 
“III) La tercera de las respuestas tradicionales a nuestra pregunta inicial ve el 
sentido y fin de la pena, no en la influencia -sea retributiva, sea correctiva o 
asegurativa- sobre el autor mismo, sino en sus efectos intimidatorios sobre la 
generalidad, en la llamada prevención general” 
 
Esta teoría tiene en Anselm V. Feubrach, el fundador de la ciencia alemana 
moderna del Derecho penal, su más famoso representante, que a principios del siglo 
XIX baso su influyente sistema muy consecuentemente, en el pensamiento de la 
 
137 Claus Roxin. 1991. Op. Cit. p. 12.   
138 Ibid. p.15 
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intimidación general. Pero hoy en día la concepción de la prevención general no ha 
perdido en absoluto importancia. Si en la exposición de motivos de nuestro Proyecto 
de Código penal de 1962 puede leerse tanto sobre la <<fuerza moderadora de las 
costumbres>> de la pena, y su, como ha sucedido recientemente, el legislador ha 
aumentado de modo drástico las penas para la embriaguez al volante y otros delitos 
de tráfico, detrás de todo ello está siempre la idea de que con la ayuda de código 
penal se puede motivas a la generalidad a comportarse con arreglo al orden, esto 
es, una consideración declaradamente preventivo-general139 
 
No obstante, Roxin realiza el respectivo examen crítico de las anteriores tres teorías, 
para después de desarrollarlas140 concluir que, 
 
“IV Con ello nuestro examen crítico de las teorías de la pena ha puesto de 
manifiesto un cuadro poco alentador; Ninguna de ellas resiste la crítica; El que 
en la práctica sea facultativo escogerlas muestra ya lo menguante de su vitalidad; 
Nuestro Derecho penal, tal como se nos presenta en su aplicación diaria, no se 
ve confirmado ni obstaculizado seriamente por ninguna de estas concepciones; 
Es cierto que de ningún modo han quedado ocultos los puntos débiles de cada 
una de las teorías, pero no se los ha superado, sino que con resignado 
eclecticismo se ha alzado sobre el pavés a la llamada teoría unificadora, que 
combina las tres versiones entre sí”[...]141 Es así que, trayendo nuevamente a 
colación lo plasmado en el artículo 4 de la ley 599 de 2000, se evidencia 
claramente dicho eclecticismo referenciado por Roxin. 
 
Dicho eclecticismo, en otras palabras, es denominado también teorías de la unión 
o unificadoras, que tienen su génesis en las críticas a las tres teorías anteriores 
(teorías absolutas y las teorías de la prevención). Éstas buscan evitar las 
 
139 Ibid. p.17. 
140 Ibid. p.18 y 19 
141 Ibid. p.19 
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consecuencias derivadas de los excesos que pudieran presentarse tras la asunción 
de la perspectiva de una sola de ellas142. 
 
Por lo anterior, en el derecho penal colombiano, los fines de la pena se enmarcan, 
como ya se referenció, en dicha teoría de la unión o unificadoras, en donde la pena 
tiene una función retributiva, preventivo-general y resocializadora. Lo anterior, toda 
vez que cada una de las teorías de la pena tienen puntos de vistas aprovechables 





Al respecto, se debe manifestar teniendo presente el fin del proceso penal, que es 
la condena del ofensor; lo anterior apelando a la realización del derecho penal 
material. Que, desde antaño han existido supuestos en los que es imposible seguir 
con la continuidad del proceso penal -Causales de extinción de la acción penal y 
aquellas eximientes de responsabilidad- empero, se ha hablado de la obligación 
irrenunciable en cabeza del ente acusador de perseguir todas las conductas 
entendidas como delitos; lo anterior por imperar una cultura retributiva. Es oportuno 
resaltar lo expresado por Urbano Martínez143, a saber, 
 
“no puede negarse la vocación autoritaria del principio de legalidad, la inclinación 
a agotar el derecho penal en la simple imposición de la pena y el despropósito 
implícito en la pretensión de perseguir todos los delitos”144 
 
El aumento de la criminalidad, sumado a la insuficiencia de los recursos humanos, 
técnicos y financieros con que contaba el ente acusador y los cuales tenían como 
 
142 Ibid. p.17 
 
143 Citado por DAZA GONZÁLEZ, Alfonso. 2011. Op. Cit. p.98 
144 URBANO MARTÍNEZ, José Joaquín. El principio de oportunidad. En: Segundo foro sobre el 
estado actual de la justicia colombiana: bases para la discusión del nuevo sistema procesal penal 
colombiano. Bogotá D.C.:Universidad Externado de Colombia, 2004 p. 92 
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consecuencia una demorada solución a todos los casos, la no materialización de 
los derechos de las víctimas e incluso su revictimización, y la congestión judicial; 
sumado a la necesidad de desmitificar que, tratándose del Derecho penal, éste debe 
ser inclemente y nada garantista con el sujeto que por alguna razón se encuentra 
inmerso en el proceso penal; fueron hechos que sirvieron como motivación para una 
reforma a las políticas criminales. Lo anterior, colocó de presente, en primer lugar, 
la necesidad de la implementación de mecanismos que contribuirían al 
perfeccionamiento del proceso penal, permitiendo la resolución judicial del máximo 
de casos con un mínimo de trámites, controles, costos y tiempo; es decir, a un 
proceso penal con un marcado criterio de eficiencia; y en segundo lugar, atendiendo 
a los mandatos constitucionales y en especial a la consagración del derecho 
fundamental al debido proceso, y como manifestación al límite del ius puniendi del 
Estado, nació la necesidad insoslayable de brindar un trato adecuado al sujeto 
inmerso en el proceso penal, respetando los derechos que obtiene debido al rol que 
desempeña en el mismo. 
 
Dicha eficiencia exigida en el proceso penal, fue nombrado por la doctrina como 
eficientismo judicial. Sin duda una exigencia válida que se le debe hacer al proceso 
penal, pues así se conseguiría que el Estado impusiera la pena con el mayor ahorro 
de tiempo y recursos, evitándose una crisis del sistema de justicia penal, que no 
podría contar con la capacidad suficiente de dar respuesta (imposición de una pena) 
frente a cada conducta punible que se ponga en conocimiento; ahora, si dicha 
respuesta no se puede dar por parte del Estado, causaría mayores niveles de 
impunidad e inseguridad en los ciudadanos. 
 
Ahora bien, dicho eficientismo penal propone que la satisfacción de aquella 
necesidad de hacerle frente, con el mayor ahorro de tiempo y recursos, a los casos 
que se coloquen en conocimiento del sistema de justicia penal, sólo es posible 
mediante la racionalización del esquema procesal145. Dicha racionalización procesal 
 
145 Miriam Damaska. Aspectos globales de la reforma del proceso penal. p. 9. Citado por DAZA 
GONZÁLEZ, Alfonso. 2011. Op. Cit. p. 100 
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se consigue con la implementación de diversos mecanismos cuya finalidad de 
aplicación sea, entre otras, el castigo de las conductas punibles, materializado con 
la pena, pero, apelando a la economía procesal. 
 
Respecto a esas dos necesidades cuya presión fue génesis para la reforma del 
sistema procesal penal – eficientismo y el garantismo- es menester resaltar lo 
manifestado por el Doctor Alfonso Daza, en la obra que ha sido base para el 
desarrollo del presente capítulo; a saber, 
 
“Hoy la legitimidad del procedimiento penal, sea cual fuere el contexto en el que 
se desarrolla y el modelo de Estado del que es expresión concreta, depende de 
la atención y la observancia que tribute a las exigencias de la eficiencia del 
proceso, por un lado, y del garantismo, por el otro. Dicho de otra forma, un 
proceso penal legítimo y admisible debe estar precedido por un constante 
equilibrio entre ambos ejes: la eficiencia de sus estructuras y el respeto a los 
derechos de los justiciables”146 
 
Empero, es imposible negar que, un garantismo excesivo en aras de la protección 
del procesado puede conllevar a la no materialización de la eficiencia dentro del 
proceso penal, toda vez que dicha protección implica la inversión de recursos y la 
necesidad de generar más controles respecto a la actividad de los funcionarios, lo 
cual contribuye a no permitir un impulso en el proceso, ocasionando así la 
congestión judicial y complicando la búsqueda de la verdad. Así mismo, apelar a 
una eficacia materializada en una simplificación estricta del proceso penal como tal, 
puede traer como consecuencia la no materialización de los derechos del 
procesado.147 
 
Ahora bien, se debe colocar de presente que, en atención a la incorporación de un 
sistema de mecanismos en aras de suplir esa necesidad de hacerle frente, con el 
 
146 Ibid. p. 102 
147 Ibid. p. 102-103. 
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mayor ahorro de tiempo y recursos, a los casos que se coloquen en conocimiento 
del sistema de justicia penal; se implementan (entre otros) los preacuerdos, en 








Ahora, es menester resaltar nuevamente que la aplicación de los preacuerdos se 
dirige al fin de cuentas a la consecución de la imposición de una pena al procesado, 
por consiguiente, podemos concluir en este momento tres cosas, a saber, 
 
Primera, la figura procesal de los preacuerdos no conlleva a la impunidad, puesto 
que, como se manifestó, sus fines -entre otros- es la consecución de una pena al 
trasgresor de las normas penales; 
 
Segundo, que dicha figura procesal cumple con colocar de presente a la sociedad 
que las normas establecidas en la parte sustantiva del Derecho Penal, se deben 
acatar y dar cumplimiento so pena de recibir un castigo legítimo; 
 
Tercero, que la aplicación de los preacuerdos contribuye a la eficiencia, evitando el 
desgaste que implica desplegar todas las epatas del proceso penal, contribuyendo 
así a la descongestión judicial y a la materialización de los derechos de las víctimas. 
Ahora bien, ya habiendo expuesto los fines de la pena y concluir que la aplicación 
de la figura procesal de los preacuerdos cumple con los fines de la misma, es 
menester pronunciarnos respecto al primer fin del proceso penal, a saber, la 
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